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Espacios para el fortalecimiento regional 

en un mundo en transición

Las rápidas transformaciones que está registrando el proceso de globa-
lización de la economía mundial obligan a repensar las oportunidades y 
riesgos que esta nueva dinámica impone a los países subdesarrollados. El 
agotamiento de la hiper globalización, que ya se verifi caba antes de la 
pandemia y de la guerra, ha dado lugar a una aceleración de las tendencias 
hacia la relocalización de las inversiones, la búsqueda de “autonomía 
estratégica” en los países desarrollados y la creciente regionalización de las 
cadenas de suministro, entre otras. Todos estos fenómenos se enmarcan en 
un escenario de crisis climáƟ ca que ha colocado a la transición energéƟ ca en 
el centro de la agenda global.

La urgencia que Ɵ enen los países centrales por acceder a fuentes de 
energía limpias para avanzar en la descarbonización de sus economías 
puede transformarse en una oportunidad o en una nueva frustración para 
el desarrollo de la región. La carrera en torno a la transición energéƟ ca es, 
una vez más, industrial y tecnológica, y si no se asume la decisión políƟ ca de 
transformar esta agenda en un impulso a la industrialización y el desarrollo 
tecnológico, la mera inercia del comercio internacional conducirá a una 
acentuación del rol primario de los países subdesarrollados. 

Nuestra región dispone de minerales críƟ cos para transitar el proceso de 
descarbonización, el liƟ o en primer lugar, pero también otros necesarios para 
avanzar hacia la electromovilidad, tal el caso del cobre, el níquel y el cobalto. 
Posee además recursos hídricos, solares, eólicos y gasíferos fundamentales 
para producir hidrógeno de disƟ ntas fuentes. ArgenƟ na, así como otros países 
vecinos, cuenta además con sólidas capacidades industriales e importantes 
complejos cienơ fi cos y tecnológicos, con insƟ tuciones públicas de excelencia 
a nivel global. El desaİ o es, entonces, que la región pueda parƟ cipar en todos 
los eslabones de la cadena que se está generando en torno a la economía 
del liƟ o o del hidrógeno. Se trata de una condición de borde para que la 
contribución de nuestras economías a la transición energéƟ ca sea justa y 
sustentable social y económicamente. 

El triunfo de Lula en las elecciones presidenciales de Brasil abre un espacio 
esencial para pensar y planifi car el rol que el Mercosur está en condiciones 
de desempeñar en este nuevo escenario global. Habilita la posibilidad de 
recuperar una mirada común en torno a los desaİ os del desarrollo en un 
mundo cruzado por la inestabilidad, la incerƟ dumbre y una mayor rivalidad 
geopolíƟ ca. Supone, entre otras condiciones, revisar críƟ camente los pro-
yectos de acuerdos de comercio internacional heredados de los gobiernos 
neoliberales que en muchos de nuestros países promovieron una inserción 
pasiva y primarizante en ese comercio mundial. 

La región está en condiciones de aprovechar la agenda medioambiental, 
de seguridad energéƟ ca y alimentaria, para generar nuevos vectores de 
desarrollo económico y social. El Mercosur, en efecto, puede asumir un 
rol protagónico en esta industrialización de nuevas bases, ambientales y 
tecnológicas, que tornen viable la reducción de la desigualdad. Se requiere 
de una fi rme convicción y decisión políƟ ca para comenzar a transitar ese 
camino.
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Datos básicos de la economía argentina 
               2021                          2022
   I trim. II trim. III trim. Octubre

P.I.B Total(% igual período del año anterior)  10,4 6,0 6,9 6,1(*) s/i
P.I.B Agropecuario(% igual período del año anterior)   0,1 1,1 -5,2 -1,1(*) s/i
P.I.B Industria(% igual período del año anterior)  15,9 4,8 7,7 7,1(*) s/i
Formación bruta de capital fi jo(% igual período del año anterior)  33,4 10,6 18,8 s/i s/i
P.I.B Total(en millones de pesos corrientes)  46.282.066 60.233.214 78.037.976 s/i s/i
     

Tipo de cambio nominal (peso/dólar)  100,64 112,12 123,34 142,64 158,83
     

Exportaciones(millones de dólares)  77.934 19.354 25.024 22.753 s/i
Importaciones(millones de dólares)  63.184 17.968 23.433 23.119 s/i
Saldo comercial(millones de dólares)  14.750 1.386 1.591 -366 s/i
Balance de la cuenta corriente(en millones de dólares)  6.708 -1.529 -894 s/i s/i
Deuda externa(millones de dólares)  351.456 360.020 361.537 s/i s/i
Términos de intercambio(2004=100)  144,1 153,5 141,9 135,3 s/i
Total reservas internacionales(millones de dólares)  39.662 43.137 42.787 37.625 38.936
     

Base monetaria(en millones de pesos)  3.394.480 3.660.266 3.891.174 4.179.909 4.225.141
M1(en millones de pesos)  4.865.258 5.132.565 5.712.709 6.522.055 6.844.614
M2(en millones de pesos)  7.144.286 7.397.912 8.467.946 9.701.333 10.171.415
M3(en millones de pesos)  11.609.538 12.947.221 15.141.507 17.954.924 19.159.455
Tasa de interés activa(nominal anual %)  35,2 36,3 40,6 59,0 72,5
Tasa de interés pasiva para ahorristas(nominal anual %)  33,4 37,4 44,5 58,3 68,6
     
Recaudación tributaria (en millones de pesos)  11.004.986 3.579.546 4.573.866 5.603.678 1.964.056
Resultado primario(en millones de pesos)  -980.242 -192.735 -563.241 -131.373 s/i
Intereses de la deuda(en millones de pesos)  654.107 266.857 222.084 374.839 s/i
Resultado fi nanciero(en millones de pesos)   -1.634.349 -459.592 -785.325 -506.211 s/i
     
Precios al consumidor (en tasa de variación)  50,9 20,9 16,8 22,0 6,3
Precios al por mayor (en tasa de variación)  51,3 15,5 16,8 22,2 s/i
Precios costo de la construcción (en tasa de variación)  48,5 11,9 15,7 22,5 s/i
     
Tasa de actividad (% de la población total)  46,5 46,5 47,9          -          -
Tasa de empleo (% de la población total)  42,4 43,3 44,3          -          -
Tasa de desocupación (% de la PEA)  8,8 7,0 6,9          -          -
Tasa de subocupación (% de la PEA)  12,2 10,0 11,1          -          -

s/i: Sin información. (*) Datos del Estimador Mensual de Actividad Económica (EMAE).      
FUENTE: FIDE, con datos de fuentes ofi ciales y privadas. 
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El factor Brasil y el 

escenario 2023

ANALISIS DE LA COYUNTURA 

Cambio de signo políƟ co en Brasil

La victoria del ParƟ do de los Trabajadores y sus aliados 
en el ballotage presidencial de Brasil abre un nuevo 
panorama políƟ co para ese país y la región, y establece 
un escenario más favorable para la economía argenƟ na 
de cara a 2023.

Un Brasil menos fi scalista, que impulse la redistribución 
del ingreso, el crédito, la inversión pública, traerá consigo 
un mayor crecimiento económico e, indirectamente, 
generará mejores condiciones para el desenvolvimiento 
de nuestra economía el año próximo.

Igualmente, hay maƟ ces a tener en cuenta. Destacamos 
tres elementos cuya dinámica aún no se ha desplegado 
totalmente y pueden infl uir en la coyuntura económica 
que viene.

En primer lugar, el presidente electo aún no ha pre-
sentado un programa económico específi co: no se 
conoce el número fi nal de carteras ministeriales ni a 
las principales fi guras de su futuro equipo económico, 
incluyendo su ministro. Se afi rma que habrá repre-
sentación para los principales referentes del frente elec-
toral al interior del gabinete. El enfoque del ministro de 
Economía será clave para el pulido de los detalles de su 
plan económico.

En segundo lugar, la coyuntura políƟ ca sigue acalorada. 

Tras un ballotage ajustado se observó una acƟ va 
movilización de los simpaƟ zantes del presidente saliente 
con un reclamo de desconocimiento de los resultados y 
un solapado apoyo de fuerzas de seguridad y militares 
en el Gobierno. Y si bien ya se ha confi rmado que se 
comenzará con la transición, la coyuntura políƟ ca para la 
asunción está muy tensionada. 

En tercer lugar, el gobierno entrante no será mayoría 
en las cámaras y se verá obligado a negociar las leyes, 
limitando su impulso transformador inicial, y a defenderse 
de los ataques insƟ tucionales que desde la oposición más 
radicalizada puedan surgir.  

Por lo pronto, los anuncios de campaña del futuro 
presidente Lula distan mucho de los de su opositor. 
Destacamos una serie de factores coyunturales y estruc-
turales que entendemos infl uirán favorablemente so-
bre el crecimiento de Brasil y, a parƟ r de allí, sobre la 
economía argenƟ na esta nueva etapa. 

Previo a ello, una nota interpretaƟ va sobre la economía 
de Brasil. Entendemos que los límites para un mayor 
crecimiento de nuestro vecino son más políƟ cos que 
resultado de sus variables económicas. La políƟ ca de 
austeridad fi scal, que podría remontarse hasta 2016, 
mantuvo la demanda efecƟ va deprimida e imposibilitó 
una mejor performance económica. 

Los datos económicos son contundentes al respecto. 
Brasil Ɵ ene un elevado stock de reservas internacionales 
(que echa por Ɵ erra cualquier problema de restricción 
externa), superávit fi scal primario, un nivel de 
endeudamiento moderado en términos históricos, un 
muy fl exible acceso al fi nanciamiento local e internacional 
y una infl ación en descenso (ver grisado en páginas 7 y 8). 
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Porcentaje

FUENTE: FIDE, con datos de la OCDE

En lo coyuntural, y según las declaraciones de campa-
ña, los objeƟ vos del nuevo gobierno se relacionan con 
el despliegue de una agenda progresista vinculada 
a mejorar la distribución del ingreso como forma de 
reducir la pobreza, aumentar el poder de compra del 
salario mínimo, combaƟ r el sobreendeudamiento de las 
familias (con menores tasas de interés), impulsar la obra 
pública y cuidar el costo de vida (subsidiando la energía 
y combusƟ ble). 

Estos factores combinados indicarían un mayor gasto 
público, que dinamizará la demanda y generará una 
dinámica favorable del consumo y el crecimiento. Para 

ello, Lula indicó que se buscará romper con el corsé 
legal impuesto por la Ley de Austeridad que establece 
topes de gasto (el gasto no puede crecer por encima de 
la infl ación), especialmente en infraestructura y planes 
sociales.

Desde lo estructural, Lula anunció que interrumpirá la 
políƟ ca de privaƟ zaciones (Electrobas y otras empresas), 
buscará impulsar un rol más dinámico a las inversiones 
de Petrobras y el Banco Estatal de desarrollo BNDES, 
incluir la agenda ambiental y sostener los compromisos 
de los acuerdos de COP (Conferencia de Naciones Unidas 
para el Cambio ClimáƟ co). 

En cuanto a la relación con ArgenƟ na y el Mercosur, 
el presidente electo se ha mostrado dispuesto retomar 
el trabajo bilateral sobre el défi cit comercial, revisar los 
planteos centrales del Acuerdo de Libre Comercio de 
la Unión Europea-Mercosur y dar impulso a proyectos 
estratégicos vinculados con la transición energéƟ ca. Este 
úlƟ mo punto es especialmente relevante en relación a 
las posibilidades que otorgan la electromovilidad y la 
explotación del liƟ o.

Analicemos ahora la perspecƟ va estrictamente 
argenƟ na de todo esto. Desde la creación del Mercosur 

Ciclos económicos correlacionados entre Argentina y Brasil
Evolución trimestral del PIB 

(en porcentaje)

Desde la creación del Mercosur y 
la profundización de las relaciones 
comerciales en las úlƟ mas décadas, los 
ciclos de acƟ vidad económica, y sobre todo 
de producción industrial, se encuentran 
muy correlacionados. Asimismo, Brasil es 
el principal desƟ no de las exportaciones 
argenƟ nas y segundo proveedor de 
importaciones. 
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El gobierno electo recibirá una economía en 
recuperación de la pandemia, con superávit comercial, 
superávit fi scal primario, elevado nivel de reservas 
y con una infl ación en disminución. Sin embargo, el 
desempleo, los números sociales y la performance 
distribuƟ va se encuentran muy golpeados. Observemos 
los números de la economía brasileña para tener un 
panorama detallado al respecto.

Comencemos por el PIB. La contracción que vivió 
Brasil a causa de la pandemia fue menor a la observada 
en la Argentina. En 2020 el PIB sólo cayó un 3,9%, 
ya que las menores restricciones amortiguaron los 
efectos económicos negativos de la pandemia. Para 
2021 la recuperación económica alcanzó el 4,6%, la 
cifra más alta desde 2011, cuando el crecimiento fue 
del 4%. 

Ya para 2022, el Gobierno, en su Mensaje del 
Presupuesto, proyectaba un crecimiento de 2%, y 2,5% 
para 2023. Los organismos internacionales comparten 
este opƟ mismo. El mismo FMI corrigió su proyección 
de crecimiento al alza, del 0,8% en abril al 1,7% en 
julio y a un 2,8% en octubre, número más opƟ mista 
que el pronósƟ co ofi cial. Este nivel de acƟ vidad fue 
acompañado de una mejora en la acƟ vidad industrial, 
que desde julio 2022 ya viene observando variaciones 
interanuales posiƟ vas.

En cuanto a los números presupuestarios, el resultado 
fi scal primario se encuentra en terreno posiƟ vo. En 2020 
se alcanzó un pico de défi cit fi nanciero del 13,6% del 
PIB y primario del 8,9% del PIB, que fue disminuyendo 
paulaƟ namente. Ya en 2021 el défi cit fi nanciero se 
redujo hasta un 4,4% del PIB y se alcanzó el superávit 
primario en 0,75% del PIB. En 2022 el Gobierno brasileño 
moderó parcialmente la trayectoria, aunque el resultado 
primario conƟ núa siendo favorable. Para el mes de 
sepƟ embre, el resultado primario alcanzó un superávit 
del 1,9% del PIB y el resultado fi nanciero se ubicó en 
un rojo del 4,2% del PIB. En la comparación histórica, 

el resultado fi scal es más que holgado. En 2015 y 2017, 
sin el efecto de la pandemia, el resultado presupuestario 
total fue defi citario en torno al 10% del PIB.

Respecto a la infl ación, el actual shock mundial también 
golpeó a Brasil, acelerando los precios. Sin embargo, 
el pico quedó atrás y comienza a observarse una 
desaceleración. El alza se ubicó en un 7,2% interanual en 
sepƟ embre úlƟ mo, debajo del récord del 12,1% en abril, 
aunque muy por encima de la meta del 5% para este año.

El Banco Central de Brasil (BCB) aplicó una políƟ ca 
monetaria muy restricƟ va para contener la demanda 
agregada. Las tasas subieron desde el 2% en febrero 
de 2021 al 13,75% en sepƟ embre de 2022. El Gobierno 
proyecta una tasa de políƟ ca monetaria que se 
mantendrá alta por un Ɵ empo más. Se espera el 12,4% 
para 2022, un 12,5% en 2023 y que luego vaya bajando 
en los siguientes años.

En el caso de los pasivos del Gobierno, el stock de 
deuda bruta brasileña se ubica en el 77,1% del PIB y es 
casi en su totalidad en moneda nacional. La misma viene 
descendiendo desde el pico del 89% del PIB en el año 
de la pandemia. En la comparación histórica, el nivel de 
deuda actual es equivalente a la situación de 2017 y solo 
un poco más alto que el 54,5% de 2012.  En este senƟ do, 
la deuda no es un problema relevante para Brasil: es 
deuda denominada en reales, bajo legislación nacional 
y con un acceso muy fl uido a los mercados fi nancieros 
para expandirla, si es necesario.

Respecto a las reservas, el stock de las mismas en 
poder del BCB alcanza los 327,6 mil millones de dólares. 
Y si bien son menores que las de hace un año (368,9 mil 
millones de dólares, una baja del 11,2%), la canƟ dad 
es todavía sufi ciente para que la economía brasileña 
entregue confi anza a los mercados de capitales y 
mantenga un régimen de desregulación y apertura. El 
FMI esƟ pula un monto sufi ciente de reservas cuando 
éstas son iguales o mayor a 6 meses de importaciones. 

FIDE Brasil en números
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y la profundización de las relaciones comerciales en las 
úlƟ mas décadas, los ciclos de acƟ vidad económica, y 
sobre todo de producción industrial, se encuentran muy 
correlacionados. 

Brasil es el principal desƟ no de las exportaciones 
argenƟ nas (13% del total, 30% de las exportaciones 
industriales) y segundo proveedor de importaciones 
(19% del total, 20% del total de bienes intermedios y de 
capital). 

Un simple ejercicio empírico respalda estas ideas. 
Considerando la performance del PIB de ambos países 
para los últimos 15 años, e identificando aquellos 
trimestres en los cuales la economía creció o se 
contrajo, se observa que en el 73% de los trimestres 
en que Brasil creció, la Argentina también estaba 
creciendo. 

Dentro del 27% restante tenemos dos situaciones 
muy parƟ culares. Una de ellas es 2015; la economía 
brasileña estaba cayendo y la economía argenƟ na logró 
compensar los efectos de la devaluación con una políƟ ca 
contracíclica muy marcada. Y la otra es 2018/19, cuando 
ocurrió la crisis cambiaria producto de la fuga y la corrida 
contra las LEBAC. Si excluyésemos estos eventos, la 
relación de correlación entre los crecimientos sería aún 
más alta. 

Asimismo, la sensibilidad del crecimiento de la 
Argentina al crecimiento del PIB brasileño es muy alta 
(o de una de elevada elasticidad). Es decir: siempre 
que Brasil creció, Argentina lo hizo en mayor medida, 
y cuando la economía brasileña se contrajo, la 
economía argentina se achicó más que proporcional-
mente.

De modo que un Brasil creciendo es un factor central 
de impulso al crecimiento de la ArgenƟ na, dados los 
múlƟ ples elementos comunes que vinculan a ambas 
economías.

Las reservas actuales de Brasil equivalen al valor de más 
de 12 meses de importaciones.

En cuanto al fl ujo de dólares, para 2022 el balance 
comercial es superavitario en 2,4% del PIB, la remisión 
de uƟ lidades y pago de servicios es defi citario en 4,8% 
del PIB y la cuenta capital y fi nanciera es defi citaria en 
otros 2,4% del PIB. En el acumulado para este año, el rojo 
del balance de pagos alcanza un 4,4% del PIB. Y si bien el 
défi cit corriente y fi nanciero podría seguir empeorando 
�dado que la demanda por bienes importados 
aumentaría más que las exportaciones si el crecimiento 
se sosƟ ene�, hay márgenes por el acceso de Brasil al 
fi nanciamiento externo en condiciones muy fl exibles y, 
como dijimos, un elevado stock de reservas.

Mirando el mercado laboral, la tasa de desempleo 
alcanza el 8,7% en sepƟ embre de este año. Luego de la 
irrupción de la pandemia, la tasa de desempleo alcanzó 
los 14,9% en sepƟ embre de 2020 y fue descendiendo 
paulaƟ namente hasta el nivel actual. Y si bien el descenso 
es un dato posiƟ vo, se observa que es más alta que 
aquéllas registradas antes de 2015, como en diciembre 
del 2013, cuando se ubicó en 6,3%.

En el caso de los ingresos, los salarios fueron 
recomponiéndose desde fi nes de 2021. Así, aumentaron 
un 6,3% en el úlƟ mo trimestre hasta ubicarse en 1.212 
reales (240 dólares). Sin embargo, aún falta que conƟ núe 
la recuperación en relación a la prepandemia, ya que este 
valor es un 3,9% menor que el ingreso real del primer 
trimestre de 2020. 

Finalmente, tenemos la cuesƟ ón de la pobreza. Este 
es el peor indicador de toda la pospandemia. Y si bien 
la información ofi cial está desactualizada, existen otros 
indicadores que van en esa dirección. 

En un estudio hecho por la Fundación Getulio Vargas 
en julio úlƟ mo, se demostró que las personas con 
ingresos menores a 497 reales (97 dólares) mensuales 
representaron el 29,6% de la población total del país en 
2021. Desde 2019 se sumaron a la pobreza 9,6 millones 
de personas. Asimismo, los datos muestran también que 
la pobreza está en su valor máximo de la serie histórica 
desde 2012. En la misma línea, el Banco Mundial proyectó 
en su estudio “Brazil Poverty and Equity Assessment” que 
la tasa de pobreza alcanzaría entre el 26,5% y el 26,9% 
en 2022, usando como criterio ingresos equivalentes a 
la mitad del salario mínimo. Este número es mayor al de 
2021, cuando fue del 26,3%.

La sensibilidad del crecimiento de la 
ArgenƟ na al crecimiento del PIB brasileño es 
muy alta (o de una de elevada elasƟ cidad). Es 
decir: siempre que Brasil creció, ArgenƟ na lo 
hizo en mayor medida, y cuando la economía 
brasileña se contrajo, la economía argenƟ na 
se achicó más que proporcionalmente..  
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Igualmente, es una relación que impone desaİ os para 
nuestro sector externo. Según información del INDEC, 
en el acumulado a sepƟ embre de 2022 el balance 
comercial fue defi citario en 3.134 millones de dólares, 
745 millones más que el acumulado en los primeros 
meses de 2021. 

Entre los rubros más defi citarios se encuentra la 
importación de aparatos eléctricos y sus partes (1.362 
millones de dólares en el acumulado de nueve meses de 
este año), metales y sus manufacturas (1.347 millones 
en el acumulado en nueve meses de 2022) y productos 
minerales y combusƟ bles (590 millones de dólares en el 
acumulado en nueve meses de 2022 y el rubro de mayor 
crecimiento del défi cit en todo el año). 

Entendemos que el contexto regional puede ser un 
driver favorable para el crecimiento local marcando, aún 
con un resultado modesto, un posible desacople de las 
tendencias internacionales más adversas. 

Intercambio comercial argentino con Brasil        
Según principales secciones de la Nomenclatura Común del Mercosur. 

Enero-septiembre 2022 y enero-septiembre 2021        

   
   Exportación   Importación   Saldo  

  Ene-Sep 22 Ene-Sep 21 Var % Ene-Sep 22 Ene-Sep 21 Var % Ene-Sep22 Ene-Sep21 Diferenc.
  Millones Millones Igual Millones Millones Igual Millones Millones Millones
  de de período de de período de de de
  dólares dólares año ant. dólares dólares año ant. dólares dólares dólares 
 
         
Total 9.352 8.383 11,6 12.486 9.128 36,8 -3.134 -745 -2.389
Animales vivos y Prod. del reino animal 425 316 34,5 127 103 23,3 298 213 85
Prod. del reino vegetal 1.982 1.949 1,7 393 245 60,4 1.589 1.704 -115
Grasas y aceites animales o vegetales 81 134 -39,6 16 7 128,6 65 127 -62
Prod.de las industr.aliment, bebid. y tabaco 408 323 26,3 343 267 28,5 65 56 9
Prod. minerales (Incluye combustibles) 658 913 -27,9 1.248 771 61,9 -590 142 -732
Prod. de industrias químicas y conexas 549 455 20,7 1.210 928 30,4 -661 -473 -188
Plástico, caucho y sus manufacturas 563 455 23,7 1.133 856 32,4 -570 -401 -169
Pieles, cueros y sus manuf. (excepto calzado) 8 6 33,3 10 6 66,7 -2 0 -2
Pasta de madera; papel o cartón 67 73 -8,2 561 345 62,6 -494 -272 -222
Materias textiles y sus manufacturas  62 43 44,2 234 189 23,8 -172 -146 -26
Manufacturas de piedra, yeso, cemento,          
amianto, mica, cerámica y vidrio 34 27 25,9 216 139 55,4 -182 -112 -70
Metales comunes y sus manufacturas 254 226 12,4 1.601 1.374 16,5 -1.347 -1.148 -199
Máq, apar. y mat. eléctr; sus partes y acc. 514 438 17,4 1.876 1.221 53,6 -1.362 -783 -579
Material de transporte 3.717 2.977 24,9 3.050 2.389 27,7 667 588 79
Resto 28 49 -42,9 468 288 62,5 -440 -239 -201
          

FUENTE: FIDE con datos de ICA-INDEC          

Esperamos que los términos de intercambio se sos-
tengan en niveles favorables, estableciendo un piso al 
ingreso de dólares, a pesar de las difi cultades climáƟ cas 
que Ɵ enden a retraer las exportaciones agropecuarias. 
Nuestro escenario indica una caída en las exportaciones 
en torno al 5%, algo alejado del crecimiento del 7% de lo 
proyectado en el Presupuesto. El balance comercial será 
superavitario y la cuenta corriente equilibrada.

Igualmente, y sin detrimento de lo anterior, observa-
mos limitaciones para aprovechar al máximo este con-

El contexto regional puede ser un driver 
favorable para el crecimiento local 
marcando, aún con un resultado modesto, 
un posible desacople de las tendencias 
internacionales más adversas. 
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texto favorable. 

En el plano internacional, la economía Ɵ ene pers-
pecƟ vas poco alentadoras. Las úlƟ mas proyecciones 
de organismos internacionales han reducido sustan-
cialmente la previsión de crecimiento de países desa-
rrollados y China para 2023, dando por hecho que la 
economía global entrará en una recesión el año próximo. 
La guerra, la mayor infl ación, la políƟ ca contracƟ va de la 
FED, la mayor volaƟ lidad fi nanciera y la desaceleración 
del comercio son las principales razones de este 
escenario. 

En el plano local, la principal limitación pasa por la 
disponibilidad de divisas y la aceleración de la infl ación. 
Nuestro escenario para 2023 conƟ núa siendo de 
crecimiento anual del PIB en torno al 2%. Esperamos 

el cumplimiento de las pautas de consolidación fi scal 
y menor emisión monetaria acordadas con el FMI, una 
paulaƟ na desaceleración de la infl ación, tasas de interés 
reales posiƟ vas, una dinámica de ingresos que estará 
en línea con los precios (los trabajadores registrados 
igualarán a la infl ación), crecimiento en el consumo 
privado, cierta desaceleración de la inversión pública y 
privada y descartamos cualquier salto brusco en el Ɵ po 
de cambio.

En el caso del trigo, el fenómeno climáƟ co de “La 
Niña”, que combinó sequía al comienzo de la siembra, 
una helada en Ɵ empos de crecimiento del grano y falta 
de agua en el transcurso del desarrollo de los culƟ vos, 
ha recortado sensiblemente áreas aptas para cosecha, 
reduciendo los rindes y la producción esperada. En el 
caso de maíz y soja, en el transcurso de estas semanas 
comenzarán las primeras siembras.

Según las estimaciones de la Bolsa de Cereales de 
Buenos Aires, para la campaña de trigo 2022/23 se 
observa una superficie sembrada de 5,9 millones de 
hectáreas (un 13% menos que en la campaña anterior), 
rindes de 25,7 quintales por hectárea (un 26% menos 
que en la campaña anterior) y una producción de 
15,2 millones de toneladas (un 34% menos que para 

La principal limitación pasa por la 
disponibilidad de divisas y la aceleración de 
la infl ación. Nuestro escenario para 2023 
conƟ núa siendo de crecimiento anual del 
PIB en torno al 2%.

Intercambio comercial argentino con Brasil
Enero 2021-septiembre 2022

(en millones de dólares)

FUENTE: FIDE, con datos del ICA - INDEC

Millones
de dólares
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la anterior). Esta menor producción, en combinación 
con la baja de precios, arrojaría un saldo exportador 
de trigo en torno a los 2.800 millones de dólares (un 
60% menos que el ingreso de dólares en el período 
anterior). La superfi cie sembrada de maíz ha comenzado 
a un ritmo y extensión similares al promedio de la 
úlƟ ma cosecha.

Creemos que hay que seguir bien de cerca los efectos 
sectoriales de las úlƟ mas medidas de diferenciación 
cambiaria sectoriales. 

El componente central del proceso pasa por la vigencia 
de regulación cambiaria para mantener a raya la fuga de 
capitales y la repriorización de importaciones mediante 
las disposiciones establecidas por el BCRA en julio de 

Algo que resulta conveniente y razonable 
desde el punto sectorial, como es que quien 
posea dólares propios pueda importar, 
desde el punto de vista macroeconómico 
agrega difi cultades para el ancla cambiaria 
anƟ infl acionaria. 

este año, que Ɵ enen por fi nalidad generar mecanismos 
adicionales para cuidar reservas del BCRA y evitar un 
salto brusco del Ɵ po de cambio

En cuanto al resto de medidas, el Gobierno anunció 
la posibilidad de que aquellas empresas que cuenten 
con dólares propios no necesitarán una autorización 
por parte del SIRA (Sistema de Importaciones de la 
República ArgenƟ na, ex Sistema Integrado de Monitoreo 
de Importaciones o SIMI). Es una especie de blanqueo de 
dólares propios para importadores. 

Creemos que la magnitud de las operaciones será 
menor, por ello no asignamos a esta medida un efecto 
relevante en términos de la dinámica externa cambiaria. 
Sin embargo, adverƟ mos sobre el efecto que ello puede 
tener en términos de la dinámica infl acionaria futura, 
al vincular la coƟ zación del dólar blue con el costo de 
importaciones.

Algo similar sucede con los anuncios sobre la 
posibilidad de establecer un dólar más favorable 
para las economías regionales exportadoras y que 
tienen problemas de sequía. Los mercados locales 
e inter-nacionales de commodities están muy 
arbitrados. La posibilidad de venta de los productos 

Estimaciones de la campaña agropecuaria 
Trigo, soja, maíz 

    
Campaña 2022/2023
   Trigo(*) Maiz(**) Soja(**)

Area sembrada mill hectáreas 5,9 7,3 17
Rinde quintales por hectárea 25,7 70 26
Producción mill toneadas 15,2 51,1 44,2
    
Campaña 2021/2022
   Trigo Maiz Soja
    
Area sembrada mill hectáreas 6,8 8,63 16,3
Rinde quintales por hectárea 35 60 26,2
Producción mill toneadas 23,0 51,8 42,7
    
Campaña 2020/2021
   Trigo Maiz Soja
    
Area sembrada mill hectáreas 6,5 7,3 16,9
Rinde quintales por hectárea 28,6 78,6 27,7
Producción mill toneadas 17 50 45,0
    
(*) Superfi cie sembrada, rindes y producción de trigo base a información Bolsa de Cereales de Buenos Aires (BCBA) 
(**) Superfi cie sembrada en base BCBA y estimaciones de años anteriores   
FUENTE: FIDE, con datos de BCR, BCBA y proyecciones    
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Valores, precios y cantidades de las exportaciones e importaciones  
Según grandes rubros y usos económicos      
(en tasas de variación respecto a igual período del año anterior)       
 
         Septiembre   Nueve meses 2022  
  Valor Precio Cantidad Valor Precio Cantidad
        
Exportación -2,2 12,0 -12,5 15,2 19,3 -3,1
    Productos primarios (PP) -9,0 9,0 -16,4 10,8 15,7 -2,8
    Manufacturas  de origen agropecuario (MOA) -11,7 15,0 -23,1 7,2 18,8 -10,2
    Manufacturas  de origen Industrial (MOI) 13,4 5,3 7,8 19,7 16,0 4,1
    Combustibles y energía (CyE) 22,6 27,8 -5,6 71,3 63,5 6,2
        
Importación 18,8 10,5 7,6 40,4 19,9 17,1
     Bienes de capital (BK) 14,6 3,5 10,7 32,4 4,4 26,8
     Bienes intermedios (BI) 4,4 16,0 -9,7 25,7 23,1 2,4
     Combustibles y Lubricantes (CyL) 76,3 91,5 -8,3 164,4 83,8 44,6
     Piezas y accesorios para bienes de capital (PyA) 35,5 -1,2 36,9 32,5 6,1 25,0
     Bienes de consumo (BC) 8,0 11,6 -3,2 25,5 8,9 15,4
     Vehículos automotores (VA) 55,7 12,7 37,8 14,2 7,9 5,6
        
FUENTE: FIDE, con datos del ICA-INDEC.       

a un tipo de cambio entre un 80% y un 100% más 
caro que el valor local indica una dolarización de 
facto de estos bienes, que tendrá un efecto sobre 
la inflación.

En este senƟ do, algo que resulta conveniente y razo-
nable desde el punto sectorial, como es que quien 
posea dólares propios pueda importar, desde el punto 
de vista macroeconómico agrega difi cultades para el 
ancla cambiaria anƟ infl acionaria (ver sección sobre 
infl ación).

En el caso del dólar turista, se trata del tercer intento 
de fl exibilización para favorecer la liquidación de dólares 
de visitantes del exterior en el MULC, estableciendo 
algún Ɵ po de benefi cio adicional. En este caso, se 
habilitó un Ɵ po de cambio especial equivalente a la 
coƟ zación del dólar MEP para que el BCRA compre 
divisas provenientes de gastos con tarjetas emiƟ das en el 
exterior. La diferenciación se realiza por los mecanismos 
de sistemas bancarios. 

El gasto de turismo emisivo es el rubro de mayor 
crecimiento en demanda de dólares de los últimos 
meses y el principal concepto del rubro servicios. 
Según las estadísticas del mercado de cambios re-
levadas por el BCRA para septiembre, el déficit 
por turismo al exterior alcanzó los 726 millones 
de dólares. En el acumulado a los primeros nueve 
meses de este año se demandaron 5.335 millones de 
dólares por este concepto. 

El impacto infl acionario de este desdoblamiento 
sería casi nulo, ya que, de hecho, es una prácƟ ca que 
ya existe. Los dólares se venden a un Ɵ po de cambio 
mayor, pero en el mercado informal. El principal cambio 
Ɵ ene que ver con la susƟ tución de dólares desde el 
mercado blue al MULC. 

Ello tendería a encarecer el blue. Sin embargo, de 
prosperar impactaría favorablemente sobre las reservas. 
No está claro cómo eso arbitraría con las otras brechas. 
En una primera instancia hubo un efecto favorable 
sobre el dólar bolsa o dólar MEP, que bajó de precio.

FMI: ¿Cómo impacta la suba de tasas de la FED 
en los pagos de intereses del acuerdo?

La economía mundial está atravesando un ciclo de 
marcada retracción de la liquidez. En el marco de los 

El gasto de turismo emisivo es el rubro de 
mayor crecimiento en demanda de dólares 
de los úlƟ mos meses y el principal concepto 
del rubro servicios. En el acumulado a 
los primeros nueve meses de este año se 
demandaron 5.335 millones de dólares por 
este concepto.
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programas ortodoxos de metas de infl ación, la políƟ ca 
de suba de tasas de la FED de EE.UU. y otras economías 
desarrolladas ha signifi cado políƟ cas monetarias de 
disminución del crédito y enfriamiento de la acƟ vidad 
económica, con el fi n de contener la infl ación. 

Y si bien los resultados han sido poco saƟ sfactorios en 
términos de la dinámica de precios, ya que la principal 
caracterísƟ ca del shock infl acionario Ɵ ene que ver con los 
efectos de contracción de oferta producto de la guerra, 
a nivel internacional la suba de tasas en EE.UU. implicó 
una fuerte alza del costo del fi nanciamiento global y la 
apreciación del dólar.

Desde enero de 2022 la FED ha subido la tasa de 

interés en más de 300 puntos básicos, desde el rango de 
los 0,075% hasta el actual valor del 4%. Se trata de cinco 
subas de tasas consecuƟ vas, registrando el ritmo alcista 
más veloz desde la década de los ‘80. 

En cuanto a la transmisión de estos shocks sobre las 
economías periféricas, se observan dos canales: el real 
y el fi nanciero.

Desde el lado de la economía real, un menor creci-
miento mundial tiende a deteriorar las exportaciones 
y desacelerar la demanda de productos primarios 
y un grupo minoritario de bienes industriales y 
servicios. El balance hasta este momento se ha 
mostrado mixto, ya que, de alguna manera, la de-
saceleración de la economía fue paulatina y los 
precios de los bienes agrícolas y energéticos se han 
mantenido elevados.

En cuanto a la economía monetaria, la suba de tasas de 
interés genera un aumento del costo del fi nanciamiento 
internacional para las empresas y los gobiernos, una 
presión a la salida de fondos de inversión hacia los países 
centrales en el conocido efecto “fl y to quality” y una 
tendencia a la suba de tasas domésƟ cas para evitar el 
desarbitraje de tasas.

FUENTE: FIDE, con datos del BCRA, BCBA y Ambito.com

Dólar oficial, contado con liquidación, dólar blue y solidario
Datos diarios

(en pesos por dólar)Pesos

Desde enero de 2022 la FED ha subido la tasa 
de interés en más de 300 puntos básicos (…) 
Y aunque la apreciación relaƟ va del dólar 
disminuye el costo del capital a reembolsar en 
Derechos Especiales de Giro (DEG), el efecto 
de la suba de tasas es más que proporcional 
que el efecto de abaratamiento de capital.
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tasa de referencia de la FED es la determinante. A ello 
debe sumársele la tasa del préstamo y sobrecargos del 
propio crédito de Facilidades Extendidas (300 puntos 
básicos). 

El crédito argenƟ no está atado al interés más alto del 
FMI. Sin embargo, su cálculo exacto no es directo, ya 
que la estructura de pagos de sobrecargos es muy sen-
sible al umbral de cuota (si supera o no el 187% de la 
cuota) y al plazo (mayor o menor a 51 meses). Entonces 
deberían prorratearse los pagos de capital que superen 
la cuota y el plazo máximo al comienzo y al fi nal del 
crédito. Igualmente, en términos generales el préstamo 
argenƟ no paga durante la mayor parte de su vigencia la 
tasa máxima de interés.

Entre marzo del 2022, cuando se fi rmó el crédito, y 
octubre úlƟ mo, la tasa de interés básica de préstamos de 

El crédito argenƟ no está atado al interés más 
alto del FMI. Sin embargo, su cálculo exacto 
no es directo, ya que la estructura de pagos 
de sobrecargos es muy sensible al umbral de 
cuota (si supera o no el 187% de la cuota) y al 
plazo (mayor o menor a 51 meses). 

En el caso de la economía argenƟ na, y como comen-
tábamos en la revista pasada, los canales relevantes 
pasan mayoritariamente por la economía real. Es decir, 
el comercio global y los precios de commodiƟ es. Por el 
lado fi nanciero, en cambio, el bajo nivel de integración a 
los mercados de capitales internacionales, producto de 
la vigencia de los controles cambiarios, nos excluye de 
gran parte de los shocks fi nancieros.

Sin embargo, hay un canal de transmisión que ha 
pasado desapercibido y debe tenerse en cuenta: el del 
crédito del FMI. Y aunque la apreciación relaƟ va del dólar 
disminuye el costo del capital a reembolsar en Derechos 
Especiales de Giro (DEG), el efecto de la suba de tasas es 
más que proporcional que el efecto de abaratamiento 
de capital.

Analicemos algunas parƟ cularidades de la construcción 
de estos gastos y su dinámica en los úlƟ mos meses, para 
terminar de ponderar el efecto fi nanciero sobre nuestro 
país.

En el caso de la tasa de interés, el costo del crédito 
de pasivos en DEG se construye como un promedio 
ponderado de las tasas de interés de referencia de los 
bancos centrales de las economías más representaƟ vitas 
dentro de la canasta de monedas del FMI. Como el 
mayor peso en la canasta de monedas es de EE.UU., la 

Nota: cotización de DEG al 30-10-2022
FUENTE: FIDE, con datos del FMI y MECON

Perfil de vencimientos de capital con el FMI
(en millones de dólares)Millones 

de dólares
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Composición de tasa de interés de créditos del FMI  
Canasta de ponderadores y tasa mínima en DEG   
(semana del 31 de octubre al 6 de noviembre de 2022)    
    
Moneda Monto de cambio Tipo de cambio  
 bajo regla O-1 moneda por DEG Tasa de interés Producto
 (A) (B) (C)   (A) x (B) x (C)
    
Yuan chino 1,099 0,107 1,654 0,195
Euro 0,374 0,774 0,950 0,275
Yen japonés 13,452 0,005 -0,137 -0,010
Libra inglesa 0,081 0,898 0,259 0,188
Dólar 0,578 0,778 4,080 1,835
    
   Total                     2,483
   Piso para préstamos en DEG                    0,05
   Tasa de interés en DEG                    2,483

FUENTE: FIDE, con datos del FMI.

DEG del FMI (sin sobrecargos) creció del 0,25% al 2,5%. 
El costo total de fi nanciamiento creció del 3,3% al 5,9% 
en el mismo período.

Un cálculo simple indicaría que los pagos totales de 
interés del EFF argenƟ no entre 2023 y 2033 aumentarán 
de 8.500 millones de dólares a 15.300 millones de 
dólares (es decir, 6.800 millones de dólares extra). El 
pago de interés promedio para los años 2023 a 2027 
(tramo relevante de pago de intereses) pasa de 1.300 
millones a 2.300 millones de dólares. 

En cuanto al costo del crédito medido en DEG, la 
apreciación del dólar genera un abaratamiento del 
crédito medido en la moneda estadounidense. En marzo 
de 2022 se necesitaban 1,394 dólares para comprar un 
DEG, en octubre esa relación fue de 1,276. Es decir, el 
DEG se abarataría en un 8,5%. 

Respecto al costo total del acuerdo con el FMI, 
esto indica que hubo una caída de valor del crédito 
en 3.760 millones de dólares. En términos anuales, 
sería equivalente a un abaratamiento de hasta unos 
430 mi-llones de dólares al año cada vez que tiene que 

pagarse capital. 

El balance de ambos efectos implica mayor pago de 
dólares. Igualmente, no modifi ca sustancialmente los 
criterios básicos ya conocidos de performance externa 
para la duración del crédito.

Policrisis mundial y desbalances globales, 
¿síntomas de una reconfi guración geopolíƟ ca?

Como sabemos, el mundo atravesó en 2020 una de 
las peores crisis de que se tenga registro desde 1930. 
Producto de la pandemia, los indicadores sociales y 
económicos registraron caídas en producción, ingresos, 
empleo y comercio exterior inéditos para períodos de 
paz, superando incluso la crisis de 2008/09. 

Ya para 2021, cuando la economía global se estaba 
recuperando, comenzaron a observarse desaİ os lo-
gísƟ cos y las primeras tensiones infl acionarias a causa 
de los cuellos de botella sectoriales y la suba de com-
modiƟ es. 

Con el estallido de la guerra entre Rusia y Ucrania, esta 
situación, previsible y pasajera, dio un giro brusco en 
febrero de 2022, profundizando los problemas de oferta 
y dando un nuevo salto a las tensiones infl acionarias. La 
infl ación mundial tuvo los mayores registros en 40 años, 
superando los dos dígitos en países desarrollados.

A parƟ r de allí, la economía mundial entró en una 
etapa cuyas consecuencias aún se están desplegando y 
terminan de dar forma a la policrisis actual. De manera 

Entre marzo del 2022, cuando se fi rmó el 
crédito, y octubre úlƟ mo, la tasa de interés 
básica de préstamos de DEG del FMI (sin 
sobrecargos) creció del 0,25% al 2,5%. El costo 
total de fi nanciamiento creció del 3,3% al 5,9% 
en el mismo período. 
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Según proyecciones de la OMC e información 
comercial nacional, se espera que para 2022 
el défi cit comercial de EE.UU. y Europa llegue 
a 1,7 billones de dólares. La contracara de 
ello es un superávit comercial de 1,3 billones 
de dólares de China, Rusia y Arabia Saudita.

Saldo de la balanza comercial

Países seleccionados 
(en millones de dólares)

(*) Datos mensuales anualizados, de acuerdo a la información de cada país.
FUENTE: FIDE, con datos de la OMC y fuentes privadas.

simplifi cada, existen impactos coyunturales y estruc-
turales. 

Desde lo coyuntural y, más en concreto, vinculado con 
la economía real, la suba de términos de intercambio 
generó un impacto mixto sobre la periferia. Por un 
lado, mejoró los ingresos por exportaciones de bienes 
energéƟ cos, alimentos, minerales y algunos bienes 
industriales como ferƟ lizantes. Pero, por el otro, im-
plicó un mayor costo de importaciones para los países 
no productores. En el caso argenƟ no el impacto fue 
adverso, ya que la importación de energía deterioró 
el efecto favorable de la mejora de los precios de 
alimentos. 

Un síntoma de esta heterogeneidad es la llamada 
vuelta de los desbalances globales. Esto es el crecimiento 
del défi cit comercial de EE.UU., Europa y Japón, frente 
a la expansión del superávit comercial chino y de otros 
países emergentes. 

Este elemento había sido un rasgo muy caracterísƟ co 
del funcionamiento de la economía internacional previo 
a la crisis de 2008 y solía ser indicado, con mucha 
preocupación, como síntoma del mal funcionamiento 
de la economía mundial. En 2007, previo al estallido de 

la crisis, los desequilibrios entre las regiones tocaron su 
máximo. Luego la desaceleración de la economía mundial 
y las medidas de regulación comercial en EE.UU. tras la 
victoria de Trump en 2016 moderaron signifi caƟ vamente 
esta situación. 

Desde 2021 los desbalances globales detuvieron su 
estancamiento y comenzaron nuevamente a crecer de 
una manera muy signifi caƟ va. Asimismo, a EE.UU. se le 
sumaron las economías europeas. Según proyecciones de 
la OMC e información comercial nacional, se espera que 
para 2022 el défi cit comercial de EE.UU. y Europa llegue 
a 1,7 billones de dólares. La contracara de ello es un 
superávit comercial de 1,3 billones de dólares de China, 
Rusia y Arabia Saudita. En 2019 el desbalance global era 
menos de la mitad. El défi cit de EE.UU. y Europa era de 

Millones 
de dólares
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643 mil millones y el superávit de China, Rusia y Arabia 
Saudita de 695 mil millones.

Este paisaje de la economía global abre varios inte--
rrogantes. En especial, la cuesƟ ón sobre la apropiación 
del crecimiento de las potencias desarrolladas por un 
grupo de países que controla, como China, grandes 
ámbitos de las cadenas de producción industriales, o, 
como Arabia Saudita, Rusia y otras naciones, recursos 
energéƟ cos estratégicos.

Desde lo estructural las tendencias son algo más di-
fusas, sus efectos completos se despliegan en un Ɵ em-
po más prologando. Sin embargo, ya hay elementos que 
están cambiando. 

El más evidente Ɵ ene que ver con la reorganización en 
el triángulo de relaciones producƟ vas y fi nancieras entre 
Rusia, China y las principales potencias europeas. Una 
agenda abierta, pero con consecuencias evidentes.

En primer lugar, se observa una profundización en la 
tendencia a la desdolarización de transacciones comer-
ciales entre China, Rusia y Europa. 

Tras la anexión de Crimea en 2014, EE.UU. y otros paí-

ses occidentales iniciaron un conjunto de sanciones a 
Rusia que le impidió seguir vendiendo su producción en 
dólares. Como respuesta, Rusia expandió su comercio 
bilateral en euros y reconvirƟ ó reservas, ampliando 
el stock de oro, yuanes y euros. Ya en 2022, y tras el 
estallido de la guerra, este sistema de pagos se vio 
nuevamente afectado producto de las nuevas sanciones 
implementadas por Europa y otros países que, hasta 
ese momento, se habían mantenido relaƟ vamente al 
margen. Rusia profundizó su intercambio bilateral con 
China en monedas nacionales.

Según informa el Banco Central de Rusia, mientras que 
en 2013 el 80% de las exportaciones rusas era cobrado 
en dólares, en 2021 (úlƟ mo dato disponible) Rusia solo 
cobraba el 54% de sus ventas externas en dólares. La 
diferencia fue absorbida en euros y yuanes. En el caso 
parƟ cular de China, mientras que en 2018 el 87% de las 
exportaciones totales a ese país asiáƟ co estaba deno-
minado en dólares estadounidenses, en 2021 (úlƟ mo 
dato disponible) solo el 35% era en dólares, el 50% 
en euros, y el resto en rublos y yuanes.  Para 2022 se 
anunció que el intercambio con China se realiza en un 
50% en yuanes y en un 50% en rublos. 

Además, el volumen de comercio bilateral creció. Se-

Cobros de exportaciones de Rusia a China

Según moneda
(como porcentaje del total)

FUENTE: FIDE, con datos del Banco Central de Rusia

Porcentaje
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Indice de Precios al Consumidor       
Total nacional según capítulos y nivel general por regiones     
(en tasas de variación respecto al mes anterior)      
      
 Abril Mayo Junio Julio Agosto        Septiembre      Octubre
      
Nivel general 6,0 5,1 5,3 7,4 7,0 6,2 6,3
Alimentos y bebidas no alcohólicas 5,9 4,4 4,6 6,0 7,1 6,7 6,2
Bebidas alcohólicas y tabaco 3,3 5,7 6,7 6,4 7,0 9,4 5,4
Prendas de vestir y calzado 9,9 5,8 5,8 8,5 9,9 10,6 6,8
Vivienda, agua, electricidad y otros combustibles 4,6 3,6 6,8 4,6 5,5 3,1 7,5
Equipamiento y mantenimiento del hogar 5,5 5,4 6,0 10,3 8,4 6,0 4,9
Salud 6,4 6,2 7,4 6,8 5,7 4,3 7,1
Transporte 5,3 6,1 4,7 5,5 6,8 5,8 4,5
Comunicación 3,7 3,1 0,4 5,5 4,1 2,5 12,1
Recreación y cultura 5,2 5,2 4,3 13,2 5,0 5,2 5,6
Educación 3,7 3,2 2,0 6,1 5,0 3,7 7,1
Restaurantes y hoteles 7,3 5,7 6,2 9,8 6,7 4,8 7,4
Bienes y servicios varios 5,3 4,6 5,0 8,1 8,7 6,8 6,1
       
Nivel general       
GBA 6,2 4,8 5,5 7,4 7,0 6,0 6,6
Pampeana 5,9 5,3 5,2 7,5 6,9 6,3 6,1
Noroeste 6,4 5,6 5,2 6,7 7,6 6,1 6,3
Noreste 6,0 5,3 4,9 7,4 7,6 6,8 6,2
Cuyo 5,8 5,2 5,3 7,3 6,5 6,1 6,0
Patagonia 5,9 4,9 5,1 8,0 6,4 6,1 6,6
      
FUENTE: FIDE, con datos del INDEC.      

gún datos de la Administración General de Aduanas de 
China (GACC) publicados en estos días, para los primeros 
9 meses de 2022 las importaciones de China desde Rusia 
ascendieron a 83.800 millones de dólares, un 51% más 
que el mismo período de 2021.

No quedan dudas de que las sanciones complican la 
dinámica económica rusa. En el corto plazo, la economía 
rusa resulta evidentemente golpeada por la caída de su 
comercio exterior y su nivel de acƟ vidad. Sin embargo, 
en el mediano plazo Rusia viene registrando un proceso 
de desdolarización de su comercio exterior y stock de 
reservas muy marcado que, tras el inicio de la guerra, se 
ha profundizado. Además, ha afi anzado lazos con China, 
susƟ tuyendo su comercio con Europa por el que Ɵ ene 
con el país asiáƟ co.

En cuanto a Europa, los mayores contraƟ empos Ɵ enen 
que ver con su estructura producƟ va y la dependencia del 
gas ruso, mayor que lo que originalmente se afi rmaba. 
Si bien se ha demostrado que se puede llevar adelante 
una combinación de susƟ tución de fuentes de oferta 
(de “gaseoductos” a “Gas Natural Licuado”, reuƟ lización 
de energías tradicionales y aceleración de inversiones 
en energías verdes), tales cambios implicarán mayores 

cargos por parte de los consumidores, y lo restante será 
cubierto con subsidios del Estado. 

Sin embargo, al momento de considerar la energía 
como insumo para la producción industrial, la pérdida del 
abastecimiento del gas ruso por transporte terrestre es 
un costo diİ cil de compensar. Esto se ve especialmente 
claro en la industria alemana y su capacidad de enfrentar 
a los compeƟ dores chinos y norteamericanos.  

En este senƟ do, no está claro que el mismo efecto sus-
Ɵ tución pueda realizarse sin que el traspaso de costos a 
precios fi nales de consumidores afecte gravemente los 
márgenes de ganancia y la compeƟ Ɵ vidad global industria. 

La necesidad de la coordinación de precios

En 2022 la infl ación se ha elevado sustancialmente. 
La combinación de los shocks internacionales y lo-cales 
como la guerra en Europa, la recuperación de la acƟ vidad, 
la inestabilidad fi nanciera y cambiaria y la aceleración 
del crawling peg de los úlƟ mos meses marcó una serie 
de mayores costos que infl uyen sobre el alza de precios, 
especialmente en alimentos y com-busƟ bles. 
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Sin embargo, durante los úlƟ mos meses muchos de 
los shocks internacionales se han ido moderando. Igual-
mente observamos que el piso infl acionario es cada vez 
más alto, con un componente inercial más marcado. Es 
decir que los precios aumentan en base a expectaƟ vas 
formadas sobre costos y precios que en el pasado 
también aumentaron. 

La naturaleza de este proceso es, sin lugar a dudas, 
objeto de debate entre economistas, de acuerdo a vi-
siones más monetaristas-ortodoxas (emisión y défi cit 
fi scal), otras más keynesianas (puja distribuƟ va y expec-
taƟ vas) y otras más estructuralistas (dólar y factores de 
propagación). 

Desde FIDE sostenemos que el fenómeno infl acionario 
es mulƟ causal, donde el componente cambiario es el 
más importante de la ecuación. Luego existen factores 
de propagación o inerciales, como la políƟ ca de desli-
zamiento cambiario, tasas de interés y/o salarios que 
transmiten la infl ación pasada al futuro. 

Asimismo, en términos prácƟ cos las infl aciones altas 
imponen nuevos desaİ os. En primer lugar, la dinámica 
actual de los precios comienza a complicar los objeƟ vos 
distribuƟ vos, ya que la negociación paritaria no logra 
recomponer la mayor velocidad de lo perdido a causa de 
la infl ación. 

En segundo lugar, se reducen los plazos para gesƟ onar 
las variables económicas con el fi n de anclar expectaƟ vas. 
No es lo mismo una infl ación del 100% que una otra del 
45%. La elevada nominalidad reduce los márgenes de 
maniobra de una intervención sobre las variables reales. 
A modo de ejemplo, si el Ɵ po de cambio nominal no se 
mueve al ritmo de la infl ación, en 3 meses se observaría 
una pérdida de compeƟ Ɵ vidad de hasta el 20%. 

En tercer lugar, los precios relaƟ vos comienzan a desa-
justarse, ya que los aumentos no son homogéneos a lo 
largo de los sectores y los bienes, desconfi gurando algu-
nas referencias clave.

Proponer alternaƟ vas para la estabilización de la in-
fl ación es un componente ineludible de los objeƟ vos 
políƟ cos de cara a 2023, que permita cumplir con las 
expectaƟ vas de la población y ser compeƟ Ɵ vo electo-
ralmente.

Considerando un detalle sectorial a parƟ r de la mayor 
desagregación posible del IPC, IPIM y otros precios 
relevantes de la economía, vemos que hay una diferencia 

signifi caƟ va de rubros, dependiendo su grado del sector 
y concentración.

Y si bien está claro que la concentración no es una 
explicación para el aumento de precios de manera 
permanente (en el límite, la ganancia debería ser 
infi nita), hay un rol de esa concentración en los factores 
propagadores y el desajuste de precios relaƟ vos. Es decir, 
si los precios individualmente aumentaron por encima o 
por debajo del promedio.

En primer lugar, los rubros concentrados pero 
regulados crecieron por debajo del nivel general de 
precios, como Comunicación (26,6%), Vivienda, servicios 
básicos y energía (servicios públicos, 45,7%), Transporte 
(54,5%), Salud (55,6%) y Educación (60,1%).

En segundo lugar, aparece un grupo medio de blo-
ques no concentrados (indicado como “Otros”) cuyas 
variaciones van en línea con el IPC y el Índice de Precios 
de Insumos Mayoristas (IPIM) (58,9%), donde aparecen 
sectores de Recreación y cultura (52,7%), Bebidas 
alcohólicas y tabaco (57,7%), Bienes y servicios varios 
(59,7%) y Restaurantes y hoteles (62,7%).

En tercer lugar, están los sectores concentrados. Aquí 
disƟ nguimos entre precios mayoristas y minoristas. En 
el caso de los precios mayoristas, Productos metálicos 
(51,5%) y Cemento y cal (56,5%) aumentaron poco menos 
que el IPC, mientras que los precios mayoristas de Harinas 
(69,9%) y Materiales texƟ les (71,3%) superaron el IPC. Por 
el lado minorista, la gran mayoría de productos superó 
el IPC, donde se destacan alzas por encima del 90% de 
azúcar, aceites, harinas, manteca y café molido. Está 
claro que no todo aumentó al mismo ritmo: los rubros de 
mayores alzas son los que se han visto impactados por el 
efecto de la guerra entre Rusia y Ucrania.

Del detalle anterior vemos que en industrias más 
concentradas los precios han evolucionado más rápido 
que el promedio. Ello indica una recomposición de 
márgenes y, por ende, la existencia de espacios de 
rentabilidad para adherir a un eventual congelamiento. 

El sostenimiento de los niveles de consumo en los 
valores actuales indica que, si venden más, recom-
pondrían ganancia por canƟ dades sin necesidad de se-
guir aumentando los precios.  

Los anuncios respecto a un congelamiento de precios 
por cuatro meses parecen orientados a atender el factor 
inercial de los aumentos. El programa implica que 1.400 
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FUENTE: FIDE, con datos de INDEC y BCRA

Porcentaje

IPC, IPIM y tipo de cambio nominal

Evolución comparada 
(en tasas de variación interanual)

productos alimenƟ cios, limpieza e higiene personal 
no aumentarán su precio entre las úlƟ mas semanas 
de noviembre y marzo. Luego, un grupo de productos 
adicionales tendrá aumentos máximos de hasta el 4% 
mensual por el mismo plazo. Entre todos, se trata del 
86% de los productos de la canasta básica.

Para su cumplimiento el Gobierno ha propuesto dos 
herramientas. Por un lado, el acceso más fl uido a dólares 
para importaciones de insumos, al margen de los límites 
de hasta 180 días establecidos por el esquema de 
repriorización del BCRA. Por otro, una combinación de 
control (delegados a intendentes) y multas (aumentaron 
recientemente su valor).

Creemos que es una solución saludable frente a la 
alternaƟ va de no hacer nada. Sin embargo, esta medida 
necesitaría una coordinación más amplia que incluya 
precios, salarios, dólar y tasas de interés, que permita ir 
reduciendo paulaƟ namente la infl ación. 

Aun cuando cualquier políƟ ca anƟ infl acionaria está 
condicionada a la disponibilidad de divisas, entendemos 
que se trata de un momento propicio para tal objeƟ vo: 
los shocks de costos internacionales se reducen, culmina 
la nueva ronda de negociaciones paritarias, se observa 

una reducción de las tensiones cambiarias y fi nancieras 
en comparación con lo sucedido meses atrás y aún falta 
Ɵ empo para que el debate electoral de 2023 ocupe el 
centro de la coyuntura políƟ ca y económica.

Descartamos la necesidad de un plan ortodoxo que 
implique una brusca devaluación y luego un congela-
miento. Afi rmamos que no hay margen para soluciones 
mágicas que tengan el riesgo de acelerar la infl ación y 
generar una inestabilidad aún mayor. 

En cuanto a la acƟ vidad económica, la información 
ofi cial indica un desempeño mejor a lo previsto para 
esta altura del año. El EsƟ mador Mensual de la AcƟ vidad 
Económica del INDEC (EMAE) indica que la economía 
en su conjunto creció en agosto un 6,4%, la industria un 
7,6% y la construcción un 7,3%, todos respecto a agosto 
del año anterior.

Ya en sepƟ embre, y según información de las cámaras 
sectoriales, este ritmo se sostuvo. La producción 
automotriz creció un 19,9% en ese mes respecto a 
sepƟ embre anterior y los despachos de cemento un 
9,2%, para el mismo período. Esperamos un crecimiento 
del 5% en 2022, algo por encima del 4,5% proyectado 
algunos meses atrás.
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-

Mayor pesimismo en las proyecciones 

sobre el crecimiento 2022/23
FIDE

Economías mundiales 

Estimaciones del FMI sobre crecimiento del PIB para 2022 y 2023    
(en tasa de variación anual)          
          

 2021  Proyecciones ofi ciales   Proyecciones anteriores   
 

                 Julio               Abril 
   2022 2023  2022 2023  2022 2023

Mundo 6,0  3,2 2,7  3,2 2,9  3,6 3,6
          

Economías Avanzadas 5,2  2,4 1,1  2,5 1,4  3,3 2,4
Estados Unidos 5,7  1,6 1,0  2,3 1,0  3,7 2,3
Canadá 4,5  3,3 1,5  3,4 1,8  3,9 2,8
Zona Euro 5,2  3,1 0,5  2,6 1,2  2,8 2,3
     Alemania 2,6  1,5 -0,3  1,2 0,8  2,1 2,7
Francia 6,8  2,5 0,7  2,3 1,0  2,9 1,4
Italia 6,6  3,2 -0,2  3,0 0,7  2,3 1,7
España 5,1  4,3 1,2  4,0 2,0  4,8 3,3
Japón 1,7  1,7 1,6  1,7 1,7  2,4 2,3
Reino Unido 7,4  3,6 0,3  3,2 0,5  3,7 1,2
          

Mercados emergentes y 
Economías en desarrollo 6,6  3,7 3,7  3,6 3,9  3,8 4,4
América Latina y El Caribe 6,9  3,5 1,7  3,0 2,0  2,5 2,5
Argentina 10,4  4,0 2,0  4,0 3,0  4,0 3,0
Brasil 4,6  2,8 1,0  1,7 1,1  0,8 1,4
Chile 11,7  2,0 -1,0  s/i s/i  1,5 0,5
Colombia 10,7  7,6 2,2  s/i s/i  5,8 3,6
México 4,8  2,1 1,2  2,4 1,2  2,0 2,5
China 8,1  3,2 4,4  3,3 4,6  4,4 5,1
Rusia 4,7  -3,4 -2,3  -6,0 -3,5  -8,5 -2,3
India 8,7  6,8 6,1  7,4 6,1  8,2 6,9
Sudáfrica 4,9  2,1 1,1  2,3 1,4  1,9 1,4
Nigeria 3,6  3,2 3,0  3,4 3,2  3,4 3,1
Arabia Saudí 3,2  7,6 3,7  7,6 3,7  7,6 3,6
          

FUENTE: FIDE, con datos del World Economic Outlook-FMI a octubre, julio y abril 2022     

La incerƟ dumbre reinante ha generado que las 
proyecciones sobre el crecimiento global vayan tomando 
más distancia de los planteos originales. Tras de la rápida 
recuperación pospandemia, el presente año ha registrado 
una acumulación de factores depresivos: una infl ación 
récord en cuatro décadas, grandes tensiones geopolíƟ cas 
entre Rusia y Ucrania que han afectado el suministro 
de energía y alimentos, y la reaparición de políƟ cas de 
aislamiento sanitario ante nuevas olas de COVID-19, 
especialmente en China. 

Este contexto quedó plasmado en los úlƟ mos informes 

de organismos internacionales publicados durante sep-
Ɵ embre y octubre. Allí, las perspecƟ vas de crecimiento 
para 2022, y sobre todo para 2023, se ajustaron a la baja.

Comencemos por el FMI. En su tradicional “World 
Economic Outlook” el organismo prevé un crecimiento del 
3,2% para el PIB mundial en 2022. Con ello se reafi rma la 
proyección anterior de julio, aunque se redujo en un 0,4% 
con respecto a la de abril. Para las economías avanzadas, 
el pronósƟ co fue revisado a la baja, hasta ubicarse en 
unj 2,4%, o sea 0,1 puntos porcentuales menos que el 
reportado en julio y 0,9 puntos porcentuales menos 
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que el de abril. Con respecto a los países en desarrollo 
y mercados emergentes, el organismo espera un cre-
cimiento del 3,7% para 2022, lo que signifi có una 
corrección de 0,1 puntos porcentuales para arriba sobre 
la proyección del WEO de julio y 0,1 puntos porcentuales 
abajo con respecto a la de abril. 

En cuanto a América LaƟ na, en contraste con el pesi-
mismo generalizado, el FMI elevó nuevamente la revi-sión 
del crecimiento, previendo un 3,5% en 2022, es decir 0,5 
puntos porcentuales por encima de las esƟ maciones de 
julio. El escenario posiƟ vo se basa en el sostenimiento de 
precios de materias primas, una situación de fi nanciamiento 
externo aún favorable y la normalización de las acƟ vidades 
sin la necesidad de nuevas cuarentenas. Dentro de la 
región se destaca como mejor perspecƟ va la del Brasil, que 
se elevó en 1,1 puntos porcentuales (de 1,1% a 2,2% para 
2022) y una peor perspecƟ va para México. Mientras tanto, 
para la ArgenƟ na se mantuvo el número de la revisión 
de julio. Además, vemos que el crecimiento de Colombia 
y Chile repuntó en 1,8 puntos porcentuales y 0,5 puntos 
porcentuales adicionales, respecƟ vamente, al comparar 
con las esƟ maciones reportadas en el WEO de abril.

En el resto de los países emergentes se aprecia un 
descenso en las expectaƟ vas de crecimiento debido a la 
desaceleración de China y, en menor medida, de la India. 
La variación del PIB prevista para el gigante asiáƟ co cae en 
0,1 puntos porcentuales, lo que resultaría en el crecimiento 
más bajo en casi de 40 años (exceptuando el año 2020). 
Esta situación se explica por el lockdown de múlƟ ples 
comunidades a causa de las nuevas olas de COVID-19 
y el aparente empeoramiento de la crisis del mercado 
inmobiliario. En cuanto a la India, un segundo trimestre 
peor al esperado redujo el crecimiento en 0,6 puntos 
porcentuales. Un dato interesante fue lo sucedido con 
Rusia. Y si bien durante el primer semestre el organismo 
esperaba que el país se contrajera fuertemente por las 
sanciones internacionales impuestas por los países 
de la OTAN, el úlƟ mo WEO moderó su expectaƟ va de 
caída, mejorando la dinámica de la acƟ vidad en octubre 
en 2,6 puntos porcentuales respecto al WEO anterior 
para este año. Esta corrección refl eja el resultado de 
las políƟ cas fi scales y monetarias sobre la demanda, el 
restablecimiento de la confi anza en el sistema fi nanciero 
interno y mejoras en la exportación de petróleo. 

Los datos para 2023 son aún menos alentadores. El 
reporte indica que el PIB mundial de ese año crecerá en 
2,7%, aminorando nuevamente su perspecƟ va en 0,2% a 
lo esperado en el reporte anterior y 0,9% con respecto a 
abril. Por el lado de los países desarrollados, la variación 
del producto real se ajustó a la baja hasta alcanzar un 1,1%, 
mientras que por el lado de los emergentes y en desarrollo, 

también declinó su esƟ mación del crecimiento anual 
(-0,2% que el WEO de julio; -0,7% que el WEO de abril). 

En la misma línea que el Fondo, otros organismos 
internacionales como la OCDE y la CEPAL también 
publicaron sus proyecciones durante octubre. La OCDE 
espera un crecimiento mundial del 3% para 2022, 
similar a su anterior previsión de junio. Mientras tanto, 
evalúa facƟ ble una expansión del 2,2%, unos 0,6 puntos 
porcentuales menos que la previsión anterior. A nivel 
de países desarrollados, y en comparación con junio, 
las esƟ maciones de crecimiento 2022 fueron corregidas 
a la baja para Estados Unidos  y Canadá, y, si bien algo 
más moderado, también para Reino Unido y Japón. Para 
la Zona Euro las expectaƟ vas, en cambio, se elevan (+0,5 
puntos porcentuales). Al referirse a países emergentes, 
China y Sudáfrica fueron revisados a la baja.

Para 2023 la OCDE espera un crecimiento de 2,2%, 
reduciendo sus expectaƟ vas en 0,6 puntos respecto al 
informe anterior. El grupo de países desarrollados presen-
taría para ese año un crecimiento aún menor que en 2022. 
Dentro de la Zona Euro, se prevé una contracción del 
-0,7% en Alemania.Entre los emergentes, se proyecta que 
ArgenƟ na crezca un 0,4%, Brasil un 0,8%, México un 1,5%, 
China un 4,7%, India un 5,7%, Sudáfrica un 1,1% y Arabia 
Saudí un 6%. Rusia en tanto, volvería a caer, en 4,5%.

A la vez, la CEPAL publicó durante octubre proyecciones 
para América LaƟ na y El Caribe. Las previsiones son algo 
más pesimistas que las del FMI. Prevé que la región crezca 
el 3,2% para 2022 y el 1,4% para 2023. En el detalle de 
los países, ArgenƟ na crecería un 3,9% en 2022 y un 1% 
en 2023; Brasil un 2,6% y 1%; Chile un 2,2% y caería el 
-0,9%; Colombia crecería un 7,7% y un 1,9%  (el mayor 
crecimiento de la región en el presente año) y México un 
1,9% y un 1,1%.  

Por un lado, el escenario global para el cierre de 
2022 se sosƟ ene en 3,2%. Sin embargo, hay diferencias 
internas: el menor crecimiento de países desarrollados 
y China será compensado parcialmente por el mayor 
crecimiento de Rusia y América LaƟ na (sobre todo, 
Brasil). Por otro, y de cara a 2023, las perspecƟ vas han 
sido corregidas sustancialmente a la baja. El impacto 
de la guerra en Europa, la suba de tasas de la FED y el 
menor crecimiento chino –producto, como decíamos, 
de la políƟ ca de COVID cero– afectarán a la economía 
mundial. Se espera un crecimiento de solo el 2,7%, con 
las economías avanzadas creciendo en torno al 1% (varias 
de ellas en recesión) y China con el menor crecimiento en 
40 años. Estos números indican que la economía global se 
encamina a una recesión (entendiéndose la misma como 
un crecimiento del PIB menor al incremento poblacional).
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Introducción

Las nociones “renta básica”, “ingreso ciudadano”, 
“ingreso garanƟ zado” o “salario universal” son parte 
de un debate de larga data y complejidad, debido a la 
polisemia de esos términos. Sus diversas signifi caciones 
dependen de posiciones teóricas, contextos políƟ co-
económicos, transformaciones en la producción y 
el trabajo, y del acceso a los medios que garanƟ cen 
condiciones adecuadas de vida para los miembros de 
una comunidad políƟ ca o los residentes de un Estado. Los 
estudios y propuestas que incorporan el Ingreso Básico 
Universal (en adelante IBU) adquirieron notoriedad 
en Europa a parƟ r de los años ’80 del siglo pasado. En 
ArgenƟ na las primeras formulaciones académicas y 
políƟ cas que reclamaron un ingreso básico universal 
asomaron entrada ya la década del noventa, cuando 
la desocupación y la informalidad laboral alcanzaron 
alarmantes tasas en el país. 

En la primera década de este siglo el debate sobre 
el IBU mantuvo vigencia en los ámbitos académicos y 
concitó un progresivo interés por parte de organismos 
internacionales como el Banco Mundial, la OCDE, la 
CEPAL, el FMI, la UNESCO y la OIT. La atención dirigida 
a este tema, especialmente con posterioridad a la crisis 
fi nanciera internacional desatada en 2008, encontró 
su jusƟ fi cación en preocupaciones que iban desde 
las difi cultades de fi nanciamiento de los sistemas 
de seguridad social contribuƟ vos y la consecuente 

presión sobre la políƟ ca fi scal, pasando por la creciente 
desigualdad en las sociedades contemporáneas, hasta 
los debates sobre el impacto del cambio tecnológico en 
la producción y el empleo.

Con la irrupción de la pandemia en 2020, buena parte 
de los Estados nacionales debieron defi nir y gesƟ onar 
con carácter de urgencia complejos paquetes de políƟ cas 
sanitarias, fi scales, sociales y laborales. El despliegue de 
políƟ cas orientadas a preservar los puestos de trabajo, 
los ingresos de los hogares y la acƟ vidad económica 
renovó la discusión nacional e internacional sobre los 
sistemas básicos de seguridad social y la efecƟ vidad de 
políƟ cas como el IBU. 

Si bien hasta la actualidad ningún país ha defi nido 
de manera permanente y sostenida en el Ɵ empo una 
políƟ ca general de ingresos basada en un esquema 
completo de IBU que garanƟ ce un piso universal de 
protección social a escala nacional, el clima de discusión 
en torno a estos esquemas plantea la necesidad de un 
análisis técnico que idenƟ fi que potenciales difi cultades 
asociadas a la instrumentación de estas políƟ cas en 
países en desarrollo como la ArgenƟ na. Asimismo, la 
discusión sobre estos mecanismos como políƟ cas de 
lucha contra la pobreza, no puede quedar disociada de 
una estrategia integradora de crecimiento y desarrollo 
económico y social. 

Este arơ culo presenta, en la primera sección, una breve 
revisión de los supuestos asociados a los conceptos de 
renta básica, ingreso o salario universal y las perspecƟ vas 
e iniciaƟ vas que promueven la aplicación de estos 
esquemas de protección social. En la segunda sección 
se recopila información de experiencias internacionales 
de IBU. En tercer lugar, se discute el giro de políƟ ca 
laboral que subyace en una noción restringida de IBU 
y sus potenciales difi cultades de implementación. En 
cuarto lugar, se describe el caso argenƟ no, destacando 
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la prevalencia de una políƟ ca que Ɵ ene como horizonte 
alcanzar un piso de protección social para la población, 
sin afectar las políƟ cas de mejora de la empleabilidad, 
la creación de puestos de trabajo de calidad y la 
producción. Junto con la información sobre la cobertura 
de protección social en el territorio nacional, se analizan 
las limitaciones de los regímenes vigentes. Finalmente, en 
quinto lugar, se sinteƟ zan las principales observaciones 
del informe y se plantean recomendaciones de políƟ cas 
a la luz del desempeño reciente de los regímenes y 
programas de protección social y promoción del empleo 
en la ArgenƟ na.

PerspecƟ vas y posiciones políƟ cas en torno 
al Ingreso Básico Universal

La uƟ lización más o menos laxa de los conceptos de 
renta básica, dividendo, ingreso o salario universal ha 
difi cultado el abordaje técnico de estos instrumentos 
de políƟ cas. Aun cuando los antecedentes de esos 
términos pueden remontarse a los siglos XVIII y XIX, la 
preocupación por la desconexión entre el mundo de 
la producción, el trabajo y el ejercicio de la ciudadanía 
en las sociedades capitalistas y democráƟ cas ha estado 
presente en disímiles interpretaciones respecto del 
diseño de políƟ cas públicas que den respuesta a la 
desigualdad, la pobreza y la exclusión social.  

El estudio de Philippe Van Parijs y Robert J. Van der Veen, 
publicado en 1986 en la Revista Theory and Society con 
el ơ tulo “Una vía capitalista al comunismo”, es destacado 
como pionero entre las miradas contemporáneas sobre 
el IBU. En la propuesta original, formulada en el contexto 
del cuesƟ onamiento a los modelos de Estado de 
bienestar consolidados con posterioridad a la Segunda 
Guerra Mundial, las críƟ cas a los regímenes comunistas 
y el aumento de la desocupación en algunos países 
europeos, los autores afi rmaban que todas las personas 
tenían derecho a percibir un ingreso de nivel básico, 
independientemente de sus caracterísƟ cas personales, 
su situación social, laboral o familiar. Ese ingreso debía ser 
considerado como un derecho garanƟ zado por el Estado 
a cada persona mediante una transferencia monetaria 
de Ɵ po incondicional e individual que conformara un 
piso efecƟ vo sobre el cual sumar otros ingresos.

Estudios posteriores señalaron que el IBU era cada vez 
más necesario ante el incremento de la roboƟ zación y 
la digitalización, asumiendo así la imposibilidad de que 
todas las personas en edad de trabajar puedan hacerlo 
a través del mercado laboral. Desde este punto de vista, 

el ingreso ciudadano no Ɵ ene por fi nalidad susƟ tuir el 
salario remunerado ni otros seguros ya existentes, sino 
que intenta operar como un crédito fi scal universal. 
De ahí que los atributos de la universalidad y la 
incondicionalidad del benefi cio consƟ tuyan requisitos 
imprescindibles. 

Paradójicamente, la propuesta de IBU no cuenta con 
la adhesión exclusiva de corrientes como el marxismo, 
el republicanismo o el socialismo. En la ortodoxia 
económica y el conservadurismo asoman también 
voces que respaldan estos esquemas como alternaƟ va 
a la complejidad administraƟ va, el gasto e intervención 
gubernamentales asociados a los modernos Estados 
de bienestar y a los sistemas de seguridad social en 
general. Quienes, desde estas posiciones, aceptan un 
instrumento de políƟ ca como el IBU suelen recuperar 
como antecedentes los postulados de Friedman (1968) 
sobre el impuesto negaƟ vo a la renta (o los ingresos) o 
directamente proponen una transferencia monetaria 
que limite las erogaciones de los gobiernos en programas 
sociales.

En el ámbito académico la críƟ ca a la propuesta de IBU 
se ha nutrido de variadas interpretaciones. El sociólogo 
francés Robert Castel, invesƟ gador de aguda refl exión 
sobre el devenir de la sociedad salarial, expresó en más 
de una oportunidad su desacuerdo con las iniciaƟ vas de 
IBU. Su posición no se correspondía con la negaƟ va a la 
extensión de derechos, sino con un diagnósƟ co alejado 
de los postulados catastrófi cos sobre el fi n del trabajo 
y del empleo asalariado. Consideraba que la renta 
básica, en tanto ingreso de subsistencia, acentuaría la 
dependencia de las personas antes que su autonomía, 
y resultaría un mulƟ plicador del trabajo precario, con el 
consecuente aumento de los trabajadores pobres y la 
desafi liación. Además, un ingreso universal podía generar 
incenƟ vos para que los empleadores descontaran el 
monto del benefi cio de los salarios. Para Castel, una 
agenda construida sobre un enfoque de derechos debía 
reconocer que la integración social de gran parte de 
la población se encontraba atravesada por relaciones 
capitalistas de trabajo en condición de asalariada, por 
lo que la desvinculación total entre la seguridad social 
y el trabajo podía conllevar un retroceso, incluso en 
el terreno democráƟ co. Por el contrario, una agenda 
progresista debía priorizar una mejora de las condiciones 
laborales y avanzar en la reducción de los Ɵ empos de 
trabajo. 

El debate actual sobre el IBU denota que esta temáƟ ca 
ha trascendido los espacios exclusivamente académicos 
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y deja entrever al menos tres aspectos sobresalientes. 
En primer lugar, la extendida inquietud que este tema ha 
generado entre los organismos mulƟ laterales de crédito, 
las organizaciones pertenecientes al sistema de las 
Naciones Unidas y también las vinculadas al mundo del 
trabajo, la producción y las fi nanzas. En segundo lugar, 
la ausencia de una visión dominante que objete o avale 
la implementación del IBU en los países desarrollados 
y en desarrollo. Por úlƟ mo, la insufi ciente información 
disponible para conocer la incidencia de los programas 
de IBU sobre la tasa de acƟ vidad, el nivel de empleo, los 
niveles de pobreza y la distribución del ingreso, entre 
otros indicadores. 

El Fondo Monetario Internacional (FMI) prestó aten-
ción a los esquemas de IBU mediante publicaciones 
y ejercicios de esƟ mación de costos. La edición de 
octubre de 2017 de Monitor Fiscal, revista publicada 
por el FMI, estuvo dedicada a la preocupación por la 
creciente desigualdad y el lento crecimiento económico 
de un grupo de países. Entre las alternaƟ vas de políƟ cas 
para alcanzar objeƟ vos distribuƟ vos se analizaban: el 
impuesto a los altos ingresos, el establecimiento de un 
IBU y el gasto público en salud y educación. La garanơ a 
de un nivel mínimo de ingreso ante la incerƟ dumbre 
vinculada al impacto de la automaƟ zación en el empleo 
era señalada como una ventaja del IBU. Sin embargo, 
el riesgo de afectar la sostenibilidad fi scal exigía una 
consideración del fi nanciamiento, ya sea por medio de 
un incremento de los impuestos o una reducción del 
gasto público. Mediante un ejercicio de simulación se 
esƟ maba que, de adoptarse un benefi cio equivalente 
al 25% de los ingresos medianos per cápita, el IBU 
representaría un costo aproximado de 6% del PIB para 
las economías avanzadas y un poco más de 3% del PIB 
para las economías emergentes. El documento del FMI 

señalaba que el impacto del IBU podría ser sustancial en 
economías con una distribución del ingreso muy desigual 
y una proporción importante de la población por debajo 
de la línea de pobreza, pero esto exigía considerar la 
conveniencia de abandonar (o no) los programas de 
protección social ya existentes, teniendo en cuenta los 
niveles de cobertura alcanzados.

Desde 2017 el Foro Económico Mundial ha auspiciado 
la discusión sobre el IBU mediante la organización de 
paneles de expertos y la publicación de invesƟ gaciones 
académicas. De esos encuentros han parƟ cipado 
miembros de las Naciones Unidas y también de la OIT, 
como lo demuestra la intervención del entonces director 
general Guy Ryder en 2019. En esa oportunidad Ryder 
comparƟ ó la posición de la OIT, alineada con los derechos 
fundamentales en el trabajo, y subrayó la necesidad de 
garanƟ zar un salario adecuado y digno para todas las 
personas, sin que ello implique “necesariamente” la im-
plementación de un ingreso universal.

La Confederación Sindical Internacional (CSI/ITUC/
IGB) ha intervenido igualmente en el debate sobre el 
IBU. A través de ensayos y publicaciones ha deslizado 
una posición que, sin explicitar el rechazo, ha intentado 
resaltar ventajas y potenciales riesgos. No obstante, 
la CSI sí ha rechazado de forma tajante la idea de la 
inevitabilidad del desempleo y la precariedad laboral, 
y la adopción del Ingreso Básico Universal como única 
solución posible (ITUC, 2018).

A modo de síntesis, las posiciones recuperadas 
permiten disƟ nguir dos argumentaciones principales 
que jusƟ fi can la necesidad de implementar una políƟ ca 
de IBU: 
 Por un lado, los fundamentos de las miradas que 

diagnostican que la economía no genera los puestos 
de trabajo suficientes para todos los individuos 
que buscan un empleo, o que advierten que el 
cambio tecnológico es un proceso inexorablemente 
ahorrador de mano de obra, que condena a muchos 
trabajadores y trabajadoras al desempleo. Estas 
tesis están en sintonía con la idea del fin de la 
sociedad del trabajo, cuyos antecedentes en las 
ciencias sociales se remontan a la década de los 
años ‘60. Las hipótesis principales indicaban que el 
trabajo perdería su capacidad de estructurar una 
identidad colectiva y, por ende, la clase obrera no 
sería el principal sujeto impulsor del cambio en la 
sociedad capitalista.

 Por otro lado, es posible reagrupar las posiciones que 
impulsan el IBU porque enƟ enden que las mismas 

En octubre de 2017 el Monitor Fiscal, del FMI, 
estuvo dedicado a la creciente desigualdad y 
el lento crecimiento económico de un grupo 
de países. Entre las alternaƟ vas de políƟ cas 
para alcanzar objeƟ vos distribuƟ vos se 
analizaban: el impuesto a los altos ingresos, 
el establecimiento de un IBU y el gasto 
público en salud y educación. 
Desde 2017 el Foro Económico Mundial ha 
auspiciado la discusión sobre el IBU mediante 
la organización de paneles e invesƟ gaciones 
académicas.
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permiƟ rían desregular y fl exibilizar el mercado laboral 
(con el objeƟ vo de maximizar el crecimiento econó-
mico), sin afectar la gobernabilidad y la cohesión 
social (condiciones que habitualmente se pierden 
cuando se implementan esas acciones)

Experiencias internacionales

Para comprender el alcance de las propuestas vincu-
ladas al IBU es perƟ nente considerar un conjunto de ex-
periencias y pruebas piloto llevadas adelante tanto en 
los países desarrollados como en los países de ingresos 
medios y bajos. Un punto a destacar es la heterogeneidad 
de diseños de políƟ cas, lo que responde tanto a la 
diversidad de condiciones socio-económicas, fi scales y 
administraƟ vas de los Estados como a los objeƟ vos de 
políƟ cas públicas. 

Teniendo en cuenta los objeƟ vos de políƟ cas, se pue-
den disƟ nguir dos orientaciones: por un lado las políƟ cas 
dirigidas a reducir o miƟ gar los niveles de pobreza de la 
población a través de la garanơ a de protección social e 
ingresos mínimos. Por otro lado, las políƟ cas extendidas 
al conjunto de los miembros de una comunidad 
como forma de parƟ cipación en el total de la riqueza 
producida, o bien en una porción de la riqueza derivada 
de una acƟ vidad en parƟ cular. 

Las experiencias de IBU en un senƟ do restringido            
–no condicionadas y universales– son muy escasas. 
Entre los ejemplos más citados asoman las experiencias 

de Alaska, Irán y Mongolia, cuyas caracterísƟ cas dejan 
entrever excepcionalidades de índole geográfi ca, políƟ ca 
y económica antes que el potencial de replicación en 
contextos lejanos. 

Los programas de Alaska y Mongolia consƟ tuyen be-
nefi cios dependientes de la evolución de acƟ vidades 
extracƟ vas como la minería y el petróleo, en tanto que 
el ingreso universal aplicado en Irán entre 2011-2016 
representa una compensación asociada a la reforma de 
la políƟ ca de subsidios de una economía exportadora 
de petróleo, con un 70% de la población con ingresos 
inferiores al salario promedio nacional. La reforma 
se jusƟ fi có con el propósito de mejorar la efi ciencia 
energéƟ ca, incenƟ vando a las industrias y a los hogares 
a inverƟ r en el uso de nuevas energías y tecnologías 
aplicadas a la producción. Así, las transferencias 
monetarias tenían su origen en un porcentaje del ahorro 
estatal por la eliminación de cuanƟ osos subsidios. Estas 
experiencias, con orígenes disímiles y una conƟ nuidad 
efecƟ va verifi cada únicamente para Alaska, comparten 
el fi nanciamiento dependiente de la explotación de 
recursos naturales.

La mayoría de las experiencias recogidas por la 
literatura especializada y los organismos internacionales 
corresponde a programas de transferencias monetarias 
condicionadas y de cobertura restringida. Estos programas 
han tenido una aplicación creciente a nivel mundial en 
las úlƟ mas dos décadas, tanto en países pobres o en 
desarrollo como desarrollados. Un relevamiento sobre 
los programas de renta mínima implementados en la 

Políticas de transferencia  de ingresos a la población en edad de trabajar
Países o jurisdicciones que las implementan o implementaron   
   
                                                                                               Universal     Condicio-    Período              Cobertura sobre la 
 País/ Modalidad             nalidad                                 población total(1)
 Jurisdicción    
     
Alaska(EE.UU.) Pago de dividendos por la actividad petrolera Sí No Desde 1982 81%
Irán Ingreso Básico Universal Sí No Entre 2011 y 2016 92%
Mongolia Pago de dividendos- actividad minera Sí No Entre 2012 y 2012 94%
Alemania Ingreso mínimo como parte de un sistema dual No Sí Desde 2005 5%
España Ingreso mínimo  No Sí Desde 2020 2%
Francia Ingreso mínimo como parte de un sistema dual No Sí Desde 2009 4%
Luxemburgo Ingreso mínimo como parte de un sistema dual No Sí Desde 1986 -
Italia Ingreso mínimo como parte de un sistema dual No Sí Desde 2019 4%
Dinamarca Ingreso mínimo como parte de un sistema dual No Sí - 1%
Países Bajos Ingreso mínimo como parte de un sistema dual No Sí - 7%
Reino Unido Redes de protección integradasl No Sí Desde 2013 4%
     
Nota: 1/Datos aproximados tomados de la bibliografía y proyecciones poblacionales de cada país seleccionado.   
FUENTE: Elaboración propia a partir de Gentilini et al. (2020), ITUC-CSI-IGB (2018), Airef (2019), entre otras consultas bibliográfi cas.
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Hay coincidencia respecto a que estos 
mecanismos no desalientan la oferta de 
trabajo. No obstante, algunas invesƟ gaciones 
indican que, si bien puede adverƟ rse un 
efecto posiƟ vo en términos de pobreza, esa 
incidencia no es signifi caƟ va.

Unión Europea mostraba que en 2018 todos los países del  
bloque contaban con algún esquema de transferencias 
monetarias para la población vulnerable (nivel nacional 
o subnacional). En todos los países los diseños incluían 
condicionalidades referidas a las transiciones a la 
ocupación, como por ejemplo: la exigencia de búsqueda 
de un trabajo o la inscripción en ofi cinas públicas de 
empleo. La cuanơ a de las prestaciones era más elevada 
en países como Luxemburgo, Dinamarca, Países Bajos, 
Irlanda, Austria, Bélgica, Finlandia y Alemania que en 
Polonia, Rumania, Bulgaria y Hungría. Asimismo los 
montos de las prestaciones se encontraban más próximo 
al salario mínimo en Luxemburgo, Países Bajos y Bélgica 
que en Rumania, Bulgaria y Letonia (AIREF, 2019).

Con relación a los impactos de estas políƟ cas, por lo 
general hay coincidencia respecto a que estos meca-
nismos no desalientan la oferta de trabajo. No obstante, 
algunas invesƟ gaciones indican que, si bien puede 
adverƟ rse un efecto posiƟ vo en términos de pobreza, 
esa incidencia no es signifi caƟ va.

Las pruebas piloto de programas de IBU consƟ tuyen 
ensayos heterogéneos en términos de cobertura, fi nan-
ciamiento público o privado, duración y condicionalida-
des. Si bien los primeros ensayos pueden rastrearse 
en la década de 1970 (Estados Unidos), en los úlƟ mos 
años proliferaron pruebas en Finlandia, Namibia, India 
y California, por mencionar algunas. Una debilidad de 
estas pruebas es que los resultados de las evaluaciones 
diİ cilmente puedan ser considerados como concluyentes 
en términos de impacto en la situación social de las 
personas que recibieron la prestación, ya que presentan 
variaciones importantes en la metodología, la duración de 
las asignaciones monetarias y la población benefi ciaria.

El Ingreso Básico Universal frente a la 
centralidad del trabajo de calidad y producƟ vo

La discusión en torno al IBU como instrumento de 
políƟ ca para abordar la pobreza y la desigualdad en so-

ciedades contemporáneas exige una refl exión integra-
dora respecto a la centralidad del trabajo en la crea-ción 
de valor y su aporte al crecimiento económico, produc-
Ɵ vo y la creación de empleos de calidad.  

Una economía con crecimiento y pleno empleo, que 
asegure a las personas en edad y condiciones de tra-
bajar un acceso al trabajo producƟ vo correctamente 
remunerado, protegido y tutelado por marcos regu-
latorios adecuados, en arƟ culación con un sistema de 
protección social contribuƟ vo y no contribuƟ vo, re-
presenta una estrategia de desarrollo producƟ vo y social, 
en condiciones de equidad e inclusión. 

La propuesta de IBU, en su defi nición restringida, 
plantea una transferencia dineraria no condicionada 
a toda la población, sin considerar la inserción laboral 
de las personas. Esta orientación supone un giro en la 
estrategia de crecimiento y desarrollo basada en el 
trabajo producƟ vo y el empleo de calidad. El esquema 
basado en el principio de que las personas en condiciones 
de trabajar perciben ingresos (junto con otras garanơ as 
y condiciones) como retribución por el Ɵ empo desƟ nado 
a la producción de bienes y servicios es modifi cado por 
una propuesta desvinculada del modo prevaleciente de 
creación de valor en las sociedades contemporáneas. 

El establecimiento de un IBU diİ cilmente solucione el 
problema de la distribución del ingreso. Por el contrario, 
esta medida podría afectar el comportamiento de la 
oferta y la demanda de trabajo con incidencia potencial 
sobre los niveles de producción y sostenibilidad de 
las insƟ tuciones de la seguridad social arƟ culadas al 
trabajo registrado. Una consecuencia no deseada de 
este proceso podría ser cristalizar la desigualdad social, 
con una proporción importante de las personas depen-
diendo de una transferencia monetaria, y con el sistema 
de protección social debilitado por la facƟ ble pérdida 
de fi nanciamiento resultante de la asignación presu-
puestaria desƟ nada a fi nanciar el IBU.

Para dar cuenta del modo en que opera este giro de 
políƟ ca vale la pena repasar los potenciales benefi cios 
atribuidos al IBU y echar luz sobre algunas debilidades 
argumentaƟ vas (formato de texto en cursiva):   

Impacto posiƟ vo en términos de reducción de la 
pobreza (o la indigencia) 

El IBU puede ampliar el número de personas que 
acceden a ingresos. Sin embargo, esto no se traduce 
necesariamente en una reducción en la incidencia 
de la pobreza o indigencia. Si la puesta en marcha 
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del IBU conlleva el desmantelamiento de parte (o de 
todo) el sistema de protección social –no contribuƟ vo– 
preexistente, la incidencia sobre la pobreza podría no 
verifi carse. En segundo lugar, el valor de la asignación 
dineraria del IBU deberá ser relaƟ vamente elevado 
para superar las líneas de pobreza o de indigencia 
cuando se trate de personas u hogares que no Ɵ enen 
otros ingresos provenientes de la prestación de 
trabajo, lo que implicaría un costo fi scal que no todos 
los Estados pueden afrontar. 

Eliminar la esƟ gmaƟ zación que en ocasiones afecta a 
los benefi ciarios de los programas de protección social

Aun cuando universalizar las transferencias de ingresos 
no condicionadas podría eliminar la posibilidad de 
esƟ gmaƟ zación para los segmentos de la población 
vulnerable que habitualmente recibe prestaciones del 
Estado, esto no asegura que se diluyan otros rasgos 
por los cuales esos mismos segmentos de la población 
resultan discriminados.   

Reducción de costos administraƟ vos
Los costos administraƟ vos asociados al IBU son más 
bajos que otros programas del sistema de protección 
social. Sin embargo, el IBU transfi ere ingresos a 
personas no vulnerables, que no forman parte de la 
defi nición de población elegible de los programas 
socio-laborales. Los menores costos administraƟ vos del 
IBU adquieren una relevancia poco signifi caƟ va frente 
a los recursos que la medida volcaría a los segmentos 
sociales más favorecidos.   

Eliminación o reducción del asistencialismo y el 
clientelismo 

El IBU contribuiría a eliminar el asistencialismo y 
clientelismo, pero aun así no está garanƟ zada la 
autonomía de quienes dependen de esa prestación. 
La dependencia  podría exisƟ r, toda vez que el poder 
adquisiƟ vo del IBU quede condicionado a la orientación 
políƟ ca del gobierno y del ciclo económico.

Fortalecimiento del poder de negociación de los 
trabajadores y trabajadoras 

Para determinados segmentos ocupacionales y sec-
tores, el IBU podría fortalecer el poder de las tra-
bajadoras y trabajadores para negociar mejores 
condicionales laborales, y evaluar  –en circunstancias 
puntuales–  el rechazo de empleos de muy baja calidad. 
No obstante, el IBU puede dar lugar a situaciones que 
afecten la calidad de las condiciones laborales en 
general, a saber:  a) la asignación dineraria del IBU 
podría ser considerada por los empleadores como 

un componente del salario, lo que implicaría, entre 
otras cosas, una reducción de los derechos vinculados 
habitualmente con el salario, como el Salario Anual 
Complementario, la indemnización por despido, las 
pensiones por invalidez y fallecimiento y la jubilación; 
y b) la existencia de un piso de protección podría 
impulsar medidas de fl exibilización y reducción de los 
derechos vinculados al empleo asalariado registrado.

Desde otra perspecƟ va, se puede problemaƟ zar la 
eventual implementación de un esquema como el IBU, 
según las implicancias para las personas que perciben 
transferencias de ingresos y la situación laboral de esa 
población:

Personas con acceso al trabajo formal.
La percepción del IBU por parte de personas que 
cuentan con un puesto de trabajo formal y que no 
requieren de ingresos adicionales para superar las 
líneas de pobreza o de indigencia, se advierte como un 
desvío negaƟ vo de los recursos fi scales.
Una solución a estas problemáƟ cas sería que la 
medida no alcance a las personas que tengan 
estas inserciones, o bien que sí tengan acceso, pero 
percibiendo una asignación decreciente, en la medida 
en que los ingresos laborales del trabajador o la 
trabajadora se incrementen. Pero incluso así, podrían 
surgir inconvenientes para el trabajo formal. Si este 
úlƟ mo fuese una condición excluyente para percibir el 
IBU, las personas deberían aceptar, en principio, perder 
un ingreso no condicionado para acceder a un trabajo 
formal, lo cual introduciría un dilema.

Personas sin acceso al trabajo formal cubiertas por el 
sistema de protección social

En este segmento el IBU cubriría a personas que 
ya se encuentran alcanzadas por el sistema de 
protección social. La arƟ culación entre el IBU y las 
prestaciones preexistentes es una cuesƟ ón compleja, 
no solo desde el punto de vista presupuestario sino 
también de las capacidades estatales ante un eventual 
desmantelamiento de áreas del Estado abocadas a 
dichas tareas, sin mencionar, como ya fue indicado, el 
impacto efecƟ vo sobre los niveles de pobreza.

Personas sin acceso al trabajo formal y sin cobertura del 
sistema de protección social

El IBU brindaría cobertura de ingreso a este grupo 
poblacional, con un importante impacto social en 
el caso que las personas alcanzadas se encuentren 
en situación de vulnerabilidad. Sin embargo, este 
esquema no brindará ninguna acción para mejorar la 
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No obstante, la experiencia argenƟ na 
también revela que en un escenario marcado 
por políƟ cas industriales, fi scales y socio-
laborales adecuadas, es posible sostener un 
proceso de elevada creación de puestos de 
trabajo formales, tal como ocurrió en entre 
los años 2003-2011.

situación socio-económica de esas personas de manera 
independiente a la asignación dineraria. Tampoco 
mejorará sus competencias y habilidades para el 
trabajo. De este modo, el IBU no permite remover los 
factores estructurales que explican la exclusión social. 
Al no resolver el problema de fondo de la distribución 
del ingreso, es probable que el resultado de este 
proceso sea una cristalización de la desigualdad social.

Insufi ciente canƟ dad y calidad de puestos de 
trabajo

Las posiciones que promueven el IBU sosƟ enen que los 
sistemas socio-económicos contemporáneos no Ɵ enen 
la capacidad de crear los puestos de trabajos producƟ vos 
y de calidad sufi cientes para emplear a las personas en 
condiciones de desarrollar una acƟ vidad laboral. Esto 
es así tanto por la existencia de factores estructurales 
(por ejemplo, las innovaciones tecnológicas ahorradoras 
de empleo o el supuesto de un principio excluyente 
inherente al sistema capitalista, entre otros argumentos) 
como por la vigencia de regulaciones que se consideran 
inadecuadas.  

A distancia de estas posiciones, y en un contexto 
adverso debido a las consecuencias de la pandemia 
de COVID-19, se comprueba que países con un 
alto nivel de desarrollo presentan bajos niveles de 
pobreza e inequidad en escenarios cercanos al pleno 
empleo producƟ vo y de calidad (Alemania, Holanda, 
Suiza, Suecia, entre otros). Incluso cuando se pueda 
argumentar que es justamente el alto nivel de desarrollo 
económico lo que explica esas condiciones, la trayectoria 
de economías subdesarrolladas que lograron alcanzar un 
sendero de crecimiento sostenido e inclusivo permite 
relaƟ vizar los diagnósƟ cos que sosƟ enen la imposibilidad 
de generación de empleos sufi cientes. 

Este escepƟ cismo respecto al crecimiento del empleo de 
calidad se exƟ ende a países que durante largos períodos, 

y por múlƟ ples factores, no han podido mejorar esa 
capacidad de creación de trabajo, incluso en contextos 
de fl exibilización de las condiciones contractuales y 
del derecho individual del trabajo. La evolución del 
mercado de trabajo argenƟ no, especialmente durante 
la década de 1990, se asemeja a esa descripción. No 
obstante, la experiencia argenƟ na también revela que 
en un escenario marcado por políƟ cas industriales, 
fi scales y socio-laborales adecuadas, es posible sostener 
un proceso de elevada creación de puestos de trabajo 
formales, tal como ocurrió en entre los años 2003-2011, 
con la excepción del año 2009, marcado por el impacto 
de la crisis fi nanciera internacional desatada en 2008.  

     

La agenda de la políƟ ca pública para impulsar el 
desarrollo económico y social debería centrarse en 
la implementación de las acciones necesarias para 
la creación de trabajo producƟ vo y de calidad, y en 
desplegar un sistema de protección social que otorgue 
un rol central a la promoción de la inserción laboral de 
las personas en edad y en condiciones de trabajar. 

El razonamiento expuesto previamente no debe 
omitir el hecho fundamental de que en un amplio 
número de países, pero sobre todo en aquéllos no 
desarrollados, existe en la actualidad una proporción 
importante de la población en edad de trabajar que 
no accede a un trabajo productivo y de calidad, ni 
tampoco se encuentra alcanzada por los sistemas de 
protección social, de educación formal o de formación 
profesional. 

Esta situación es la expresión cabal de la pobreza y 
la exclusión. Entre los múlƟ ples factores que explican 
este escenario se pueden destacar dos: a) el sistema 
producƟ vo no es capaz de crear el número sufi ciente de 
puestos de trabajo en el sector formal de la economía; 
y, b) el sistema de protección social no se encuentra 
desarrollado para brindar prestaciones adecuadas 
y efi cientes para todas las personas que requieren 
asistencia. 

Las posiciones que promueven el IBU 
sosƟ enen que los sistemas socio-económicos 
contemporáneos no Ɵ enen la capacidad de 
crear los puestos de trabajos producƟ vos 
y de calidad sufi cientes para emplear a las 
personas en condiciones de desarrollar una 
acƟ vidad laboral.
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Composición de la tasa de empleo       
Total 31 aglomerados urbanos         
(en porcentaje)         
         
Indicadores 2017  2019  2021                  2022 
    II trim. III trim. IV trim.  I trim II trim.

Tasa de empleo 42,1  42,6 41,5 42,9 43,6  43,3 44,6

Sexo y grupos de edad         
Mujeres hasta 29 años 4,0  3,9 3,7 4,1 4,1  4,1 4,4
Mujeres de 30 a 64 años 13,1  13,8 13,5 14,0 14,3  14,1 14,5
Mujeres de 65 años y más 0,8  0,8 0,5 0,7 0,7  0,7 0,7
Varones hasta 29 años 6,2  5,8 5,5 5,2 5,6  5,7 5,7
Varones de 30 a 64 años 16,7  16,9 17,2 17,7 17,9  17,6 18,1
Varones de 65 años y más 1,3  1,3 1,1 1,1 1,1  1,1 1,1

Nivel educativo         
Primaria incompleta 1,5  1,5 0,9 1,2 1,3  1,4 1,4
Primaria completa 6,3  5,7 4,9 4,7 5,1  4,8 5,0
Secundaria incompleta 7,1  6,8 6,8 6,6 7,1  7,3 7,4
Secundaria completa 11,6  11,8 11,0 11,7 12,2  12,2 12,8
Superior y universitaria incompleta 5,9  6,3 6,5 6,9 6,7  6,6 6,8
Superior y universitaria completa 9,5  10,5 11,2 11,4 11,1  10,8 11,0
Sin instrucción 0,2  0,1 0,2 0,2 0,1  0,1 0,2

Categoría ocupacional         
Asalariado 31,4  31,3 30,1 30,9 31,8  31,8 32,8
Con descuento jubilatorio  20,7  20,3 20,6 20,7 21,2  20,4 20,4
Sin descuento jubilatorio 10,7  11,0 9,5 10,2 10,6  11,4 12,4

Tipo de establecimiento         
Estatal 7,4  7,2 8,4 8,3 7,9  7,5 7,9
Privado 34,2  34,9 32,4 33,9 35,0  35,0 36,0
De otro tipo (1) 0,4  0,5 0,7 0,7 0,7  0,7 0,6

Intensidad de la ocupación         
Subocupado 4,8  6,0 5,7 5,7 5,7  4,7 5,3
Ocupado pleno 22,8  22,7 22,6 23,9 24,8  22,6 26,1
Sobreocupado 12,7  12,1 11,2 11,7 12,1  11,6 12,2
No trabajó en la semana de referencia 1,8  1,9 2,0 1,6 1,0  4,4 0,9

Rama de actividad de la ocupación principal          
Actividades primarias 0,4  0,4 0,4 0,5 0,4  0,5 0,4
Industria manufacturera 5,0  4,9 4,5 4,4 5,2  5,2 5,2
Construcción 3,8  3,9 3,5 3,6 3,6  3,6 4,0
Comercio 7,6  7,8 7,3 8,1 8,4  7,8 8,5
Hoteles y restaurantes 1,7  1,6 1,4 1,4 1,5  1,6 1,7
Transporte, almacenamiento y comunicaciones 3,1  3,2 3,3 3,3 3,3  3,5 3,3
Servicios fi nancieros, de alquiler y empresariales 4,5  4,6 4,5 4,5 4,9  4,6 4,7
Administración pública, defensa y seguridad social 3,6  3,5 4,1 4,2 3,8  3,6 3,9
Enseñanza 3,4  3,5 3,6 3,5 3,8  3,7 3,3
Servicios sociales y de salud 2,5  2,7 2,7 2,9 2,7  2,8 3,1
Servicio doméstico 3,1  3,3 2,4 2,7 2,4  2,6 2,9
Otros servicios comunitarios, sociales y personales 2,3  2,4 2,3 2,4 2,7  2,7 2,6
Otras ramas (2) 0,4  0,4 0,7 0,6 0,3  0,4 0,3
Actividades no bien especifi cadas 0,7  0,5 0,6 0,8 0,5  0,7 0,7
         
(1) Incluye asociaciones sin fi nes de lucro, por ejemplo sindicatos, ONG, etcétera.       
 (2) Incluye "Suministro de electricidad, gas y agua" y "Organizaciones y organismos extraterritoriales".      
Nota: se recuerda que los equipos técnicos del INDEC iniciaron una revisión integral que permitirá evaluar la ejecución de las estrategias adoptadas referidas a las 
encuestas a hogares en el contexto del aislamiento social. Una vez completada la revisión se difundirán sus resultados para dar certezas a los usuarios sobre la 
calidad de las estimaciones y la comparabilidad de las series publicadas.        
FUENTE: FIDE, con datos del INDEC, Encuesta Permanente de Hogares.        
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La ArgenƟ na cuenta con un sistema de 
protección social extendido, con una elevada 
cobertura de la población de mayor edad 
a través de jubilaciones y pensiones, tanto 
contribuƟ vas como no contribuƟ vas, y 
también con una elevada cobertura de los 
niños, niñas y adolescentes de hasta 18 años 
a través de la Asignación Universal por Hijo 
(AUH), la Asignación Universal por Embarazo 
(AUE) y el sistema de asignaciones familiares 
contribuƟ vas. 

En este marco, la propuesta del IBU puede resultar 
atracƟ va para los Estados nacionales, ya que esta 
políƟ ca brinda una respuesta rápida a una problemáƟ ca 
que puede afectar la gobernabilidad democráƟ ca. 
Sin embargo, el IBU plantea dudas respecto de su 
compaƟ bilidad con los sistemas de protección social 
ya existentes, así como su potencial para reverƟ r las 
condiciones estructurales que explican la pobreza y la 
exclusión.

Posibilidades y limitaciones de la 
implementación de un IBU en la ArgenƟ na: 
un ejercicio de esƟ mación de impacto 

Un punto clave al momento de analizar la imple-
mentación de un esquema como el IBU es evaluar 
el alcance, las caracterísƟ cas y el impacto de las 
prestaciones del sistema de protección social vigente 
y su potencial interrelación con este instrumento de 
políƟ ca.

La ArgenƟ na cuenta con un sistema de protección 
social extendido, con una elevada cobertura de la 
población de mayor edad a través de jubilaciones y 
pensiones, tanto contribuƟ vas como no contribuƟ vas, y 
también con una elevada cobertura de los niños, niñas y 
adolescentes de hasta 18 años a través de la Asignación 
Universal por Hijo (AUH), la Asignación Universal por 
Embarazo (AUE) y el sistema de asignaciones familiares 
contribuƟ vas. 

En 2021 el sistema de protección social en su 
conjunto cubría al 97% de la población mayor de 
65 años y al 96% de la población menor de 18 años. 
Asimismo, existen múlƟ ples medidas orientadas a la 
población desocupada, inacƟ va en edad de trabajar 
o con acceso al trabajo informal, como los programas 
Potenciar Trabajo, Fomentar y Progresar, el Seguro por 
desempleo y las acciones de formación profesional 
conƟ nua, entre otras.  

Considerando la incidencia actual del trabajo 
registrado (en todas sus modalidades) y el alcance 
del sistema de protección social en la población 
menor de 18 años y mayor de 65 años, sumado a 
las políticas orientadas al empleo y a la formación 
para las personas en edad de trabajar, la proporción 
de hogares que cuenta con ingresos originados 
por el trabajo registrado o por transferencias del 
sistema de protección social en la Argentina es 
muy elevada.  

Según la Encuesta Permanente de Hogares(EPH-
INDEC), en el Total Urbano se contabilizan 13,5 millones 
de hogares, de los cuales el 53% cuenta con al menos 
una persona con trabajo registrado, un 35% de hogares 
Ɵ ene al menos una persona alcanzada por el sistema 
de protección social (jubilación, pensión, AUH/AUE y 
programas de empleo y sociales) y hay, por úlƟ mo, un 
12% de hogares cuyos integrantes no acceden a puestos 
de trabajo formales ni se encuentran cubiertos por una 
prestación del sistema de seguridad social.

Es decir que, si bien el sistema de protección social 
argenƟ no evidencia una elevada cobertura en el 
universo de los hogares, existe una proporción menor, 
pero signifi caƟ va, de dichos hogares que se encuentran 
excluidos tanto del trabajo formal como del esquema de 
protección social (1,6 millones de hogares, el 12% del 
total). Sin embargo, las razones de exclusión del sistema 
de protección social de parte de este conjunto de hogares 
idenƟ fi cados por la EPH tampoco son claras: el 40% de 
esos hogares se encuentran integrados por personas 
menores de 18 años que deberían estar cubiertas por la 
AUH. 

En el año 2020 las circunstancias excepcionales provo-
cadas por la pandemia condujeron a la implementación 
del Ingreso Familiar de Emergencia (IFE) con el objeƟ vo 
de paliar la caída transitoria de los ingresos de los 
hogares. 

En 2022 el fuerte aumento de los precios de los 
alimentos jusƟ fi có la implementación de un bono de 
Refuerzo de los Ingresos. Ambas medidas estuvieron 
dirigidas a la población sin trabajo registrado. Tanto el 
IFE como el bono se sumaron al sistema de protección 
social ya existente, que incluye las transferencias de 
ingresos como la AUH, la tarjeta Alimentar, un conjunto 
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En la actualidad aproximadamente el 50% 
de la población en edad de trabajar, que 
representa 14 millones de personas, no se 
encuentra inserta en puestos de trabajo 
registrados (incluyendo empleo asalariado 
público y privado y trabajo independiente 
en el régimen autónomo y monotribuƟ sta) 
y tampoco está adherida a los programas 
de empleo disponibles, ni a ninguna otra 
prestación del sistema de protección social.

de programas sociales y de empleo (como el Potenciar 
Trabajo) y las jubilaciones y pensiones contribuƟ vas y no 
contribuƟ vas. 

Teniendo en cuenta el actual alcance del trabajo 
registrado y del sistema de protección social, la eventual 
puesta en marcha del IBU en la ArgenƟ na no modifi caría 
sustancialmente la extensión del esquema de protección 
en el universo de los hogares (aunque sí podría contribuir 
a ampliar el alcance a parte del 12% de hogares que 

actualmente carece de cobertura), ni en la cobertura 
de la población menor de 18 años y en la mayor de 65 
años (dado que el alcance de las prestaciones ya es casi 
universal). Sin embargo, sí introduciría un escenario 
desafi ante para la políƟ ca pública respecto al modo en 
que la asignación dineraria del IBU se arƟ cularía (o no) 
con las múlƟ ples prestaciones vigentes.  

No obstante, se idenƟ fi ca un segmento poblacional 
que se encuentra insufi cientemente asisƟ do por la 
políƟ ca pública: las personas en edad y en condiciones 
de trabajar que no acceden a puestos de trabajo for-
males. En la actualidad aproximadamente el 50% de 
la población en edad de trabajar, que representa 14 
millones de personas, no se encuentra inserta en puestos 
de trabajo registrados (incluyendo empleo asalariado 
público y privado y trabajo independiente en el régimen 
autónomo y monotribuƟ sta) y tampoco está adherida a 
los programas de empleo disponibles, ni a ninguna otra 
prestación del sistema de protección social. 

Este segmento poblacional consƟ tuye un colecƟ vo 
sumamente heterogéneo, ya que comprende personas 
inacƟ vas, atravesando el ciclo educaƟ vo o realizando 
tareas de cuidado en el hogar, y personas en situación de 

Sin cobertura
1,8 millones - 12%

Con tabajo registrado
7,1 millones - 53%

Programas sociales/AUH
1,3 millones - 9%

Prog sociales/AUH y jubilaciones/pensiones
416.000 - 3%

Jubilaciones/pensiones
3,1 millones - 23%

Total hogares
13,5 millones - 100%

Hogares según trabajo registrado y cobertura del sistema de protección social
Tercer trimestre de 2021. Total urbano

(porcentajes expresados en relación al total de hogares)

Nota: Se considera que un hogar tiene trabajo registrado cuando alguno de sus miembros tiene un empleo asalariado registrado 
en el sector privado o público, o bien tiene un trabajo en forma independiente de alta califi cación. 

FUENTE: Elaboración propia a partir de EPH Total Urbano (INDEC)
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Un esquema equivalente al IBU, pero con un 
alcance limitado a la población en edad de 
trabajar que no accede a puestos de trabajo 
registrados y al esquema de protección 
social vigente, es una propuesta impulsada 
por múlƟ ples corrientes políƟ cas y de 
opinión. 

desempleo (tanto abierto como oculto) o desarrollando 
acƟ vidades laborales precarias e informales. También es 
heterogénea la situación de este segmento poblacional 
en cuanto a la condición económica de los hogares a los 
cuales pertenecen. 

De acuerdo con la información de la EPH, del total de 
las personas que componen este segmento ocupacional, 
el 46% proviene de hogares con ingresos por trabajo 
registrado, el 29% integra hogares que percibe trans-
ferencias monetarias del sistema de protección social 
y el 25% restante proviene de hogares sin ingresos por 
trabajo registrado o por prestaciones desplegadas por el 
Estado. 

Esta situación  indica  que la condición de pobreza no 
alcanza a la mayor parte de este segmento poblacional: 
solo el 33% del total de la población analizada se 
encuentra por debajo de la línea de la pobreza. Otra 
dimensión en la cual se presentan diferencias es en 
los ingresos generados por las trabajadoras y los 
trabajadores informales. Cerca de la mitad de las 
personas insertas en esta modalidad percibe ingresos 
sufi cientes para adquirir una o más de una Canasta 
Básica Alimentaria (línea de la pobreza para un adulto 
equivalente). Es decir que, si bien una proporción 
de este segmento poblacional se encuentra en una 
situación de vulnerabilidad social, no todas las personas 
que conforman el grupo son vulnerables.

Más allá de estas úlƟ mas apreciaciones, que deben 
ser consideradas por la políƟ ca pública, el hecho de que 
exista un número tan signifi caƟ vo de personas en edad 

de trabajar que no acceden a trabajos registrados, o que 
no se encuentran directamente alcanzadas por la políƟ ca 
pública, consƟ tuye  uno de los factores relevantes que 
explican la extensión de la exclusión social y la pobreza 
en la ArgenƟ na. 

En el marco de la evaluación y la discusión de las 
posibles acciones que podría llevar adelante el Estado 
nacional para dar respuesta a esta problemáƟ ca, un 
esquema equivalente al IBU, pero con un alcance 
limitado a la población en edad de trabajar que no 
accede a puestos de trabajo registrados y al esquema de 
protección social vigente, es una propuesta impulsada 
por múlƟ ples corrientes políƟ cas y de opinión.

En este senƟ do, se realizaron esƟ maciones del impacto1 

de esta versión del IBU en la incidencia de la pobreza y 
su costo fi scal, considerando diferentes hipótesis para el 
monto de la asignación dineraria y tomando como base 
los 14 millones de personas incluidas en el segmento 
poblacional indicado. En el esquema de la página 32 se 
presentan los resultados2. 

Estimación de impacto del Ingreso Básico Universal en la 

pobreza y costo fiscal     
IBU a la población en edad de trabajar sin acceso al trabajo registrado y 

al sistema de protección social   
(en porcentaje)

                                                                 Población bajo la línea de pobreza   
Concepto
  Incidencia Reducción en Costo fi scal  
   porcentaje (% del PIB) 
     
Situación al III trimestre de 2021 40,0 - - 
 
Asignación dineraria del IBU         
Equivalente al 100% del CBA 27,0 -32,0 3,4      
Equivalente al 75% del CBA 31,0 -22,0 2,6      
Equivalente al 50% del CBA 34,0 -16,0 1,8  
    
FUENTE: Elaboración propia, con datos del INDEC, EPH Total Urbano y Dirección de Cuentas Nacionales.     
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En caso que la asignación dineraria del IBU alcanzara 
al 50% del valor de la Canasta Básica Alimentaria (CBA) 
para un adulto (en mayo de 2022 representaba la suma 
de $7.200), el porcentaje de la población por debajo de la 
línea de la pobreza se reduciría en un 16% y el costo fi scal 
de la medida alcanzaría a 1,8 puntos del PIB. Por su parte, 
en el caso que la asignación dineraria se corresponda 
al valor de una Canasta Básica Alimentaria ($14.400 en 
mayo de 2022), la incidencia de la pobreza se reduciría un 
32% y el costo fi scal de implementar la medida alcanzaría 
a 3,4 puntos porcentuales del PIB. Como referencia, la 
implementación de esta úlƟ ma versión del IBU implicaría 
6,7 veces el costo fi scal de la AUH y la AUE en el año 2021 
(que representó 0,51 puntos porcentuales del PIB).  

Los resultados permiten argumentar que el esquema 
de IBU evaluado tendría un impacto de cierta signifi ca-
Ɵ vidad en la reducción de la pobreza, pero no lograría 
un cambio sustanƟ vo en el escenario social (al menos, 
con una inversión de 3,4 puntos porcentuales del PIB). 
A la vez, su implementación acarrearía un elevado costo 
fi scal, con implicancias para la sustentabilidad tanto de 
esta políƟ ca como de otras prestaciones del sistema de 
protección social.

El IBU brindaría asistencia al total de las personas que 
pertenecen a este segmento sin tener en cuenta que 
una parte de la población potencialmente alcanzada no 
se encuentra en una situación de vulnerabilidad social3 
(el 66% de la población que integra este grupo supera 
la línea de la pobreza) y que el Estado no cuenta con 
herramientas informaƟ vas para mejorar la focalización4.

Si bien los registros administraƟ vos de que dispone el 
Estado Nacional (y también los Estados provinciales y 
municipales) permiten idenƟ fi car a la población que no 

El esquema de IBU evaluado tendría un 
impacto de cierta signifi caƟ vidad en la 
reducción de la pobreza, pero no lograría 
un cambio sustanƟ vo en el escenario 
social (al menos, con una inversión de 3,4 
puntos porcentuales del PIB). A la vez, su 
implementación acarrearía un elevado 
costo fi scal, con implicancias para la 
sustentabilidad tanto de esta políƟ ca como 
de otras prestaciones del sistema de 
protección social.

percibe ingresos formales (por trabajo o por jubilación/
pensión), esto no es sufi ciente para idenƟ fi car a las 
personas vulnerables de ese universo. 

La reciente implementación en el país de medidas 
que presentan caracterísƟ cas similares al IBU permite 
idenƟ fi car algunos efectos –sin una dirección clara del 
impacto– que estos esquemas podrían introducir en el 
empleo asalariado registrado. Estos son los casos del 
Ingreso Familiar de Emergencia y el Refuerzo de Ingresos 
(programas que implicaron transferencias de ingresos a 
la población en edad de trabajar). 

Estas prestaciones monetarias alcanzaron a la po-
blación en edad de trabajar, excluyendo a las trabaja-
doras y trabajadores que ocupan empleos registrados5. 
Esto implica que, cuando una trabajadora o un 
trabajador accede a un puesto de trabajo asalariado 
registrado, pierde el derecho a percibir la asignación 
dineraria. Esta situación obligaría a las personas en edad 
de trabajar a optar entre el salario (y el conjunto de 
prestaciones vinculadas al empleo asalariado registrado) 
y la asignación dineraria que brinda la políƟ ca. De 
acuerdo a los antecedentes observados, esta disyunƟ va 
entre salario y asignación dineraria podría provocar los 
siguientes efectos:

En las acƟ vidades en las cuales prevalecen los sala-
rios bajos (principalmente el sector agropecuario), las 
trabajadoras o los trabajadores podrían decidir no tra-
bajar, frente al escenario en el que la diferencia entre el 
valor del salario y de la asignación dineraria no compense 
el Ɵ empo y el esfuerzo que conlleva el desarrollo de la 
acƟ vidad laboral (esto se produciría siempre y cuando 
la asignación dineraria fuese lo sufi cientemente elevada 
como para permiƟ r solventar las necesidades básicas). 
Esta problemáƟ ca se resolvería de un modo posiƟ vo a 
parƟ r de un incremento salarial general por una cuanơ a 
sufi ciente al valor que las trabajadoras y los trabajadores 

El IBU brindaría asistencia al total de las 
personas que pertenecen a este segmento sin 
tener en cuenta que una parte de la población 
potencialmente alcanzada no se encuentra 
en una situación de vulnerabilidad social  (el 
66% de la población que integra este grupo 
supera la línea de la pobreza) y que el Estado 
no cuenta con herramientas informaƟ vas para 
mejorar la focalización. 
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consideren que se jusƟ fi ca el desarrollo de la acƟ vidad 
laboral en el sector. En este caso, la realización de este 
cambio quedaría sujeta a que las empresas, sobre todo 
las micro y pequeñas, reúnan las condiciones económicas 
necesarias para afrontar los aumentos salariales 
reclamados (si no se reunieran estas condiciones, se 
produciría una contracción de la producción y del empleo 
en el sector). 

La eventual pérdida de percepción de la asignación 
dineraria del IBU debido a la incorporación a un empleo 
registrado es un argumento que algunas empresas 
podrían esgrimir para convencer a las trabajadoras y los 
trabajadores de realizar la contratación laboral al margen 
de las normas existentes. En esta situación, la trabajadora 
o el trabajador contaría con un incenƟ vo para aceptar 
una relación laboral no registrada. Este fenómeno podría 
contribuir a extender la informalidad laboral.

Los puestos de trabajo estacionales y/o transitorios 
podrían no ser elegidos por la población alcanzada 
por esta versión del IBU. La posibilidad de perder una 
asignación dineraria por Ɵ empo indeterminado, por 
una remuneración que corresponde a un puesto de 
trabajo de corta duración, induciría a la trabajadora o al 
trabajador a evitar este Ɵ po de ofertas laborales. 

Las situaciones enumeradas podrían resolverse, en 
parte, extendiendo el IBU a las personas en edad de 
trabajar con trabajo registrado (o hasta un umbral 
salarial determinado, como sucede en varios países de 
Europa), pero esta alternaƟ va podría dar lugar a otro 
conjunto de problemáƟ cas. Estos efectos Ɵ enen como 
origen la transformación conceptual que los disƟ ntos 
esquemas de IBU introducen en el sistema económico 
y producƟ vo, la cual consiste en la disociación entre la 
percepción de ingresos y la realización de una acƟ vidad 
laboral producƟ va.

Refl exiones fi nales 

Este trabajo presentó una síntesis de las posiciones 
y argumentos que respaldan la implementación de un 
esquema de protección como el Ingreso Básico Universal 
y aquéllas que plantean observaciones respecto de su 
facƟ bilidad y efecƟ vidad, especialmente en países como 
la ArgenƟ na. Un aspecto fundamental a tener en cuenta 
es que esta políƟ ca, en su diseño más estricto, introduce 
un cambio trascendental en el esquema basado en el 
trabajo producƟ vo y de calidad como fuente generadora 
de ingresos para las personas y su arƟ culación con un 
sistema extendido de seguridad y protección social.  

De la información presentada se desprende no solo 
que no existe un consenso fi rme sobre las ventajas de 
avanzar en la implementación de un instrumento como 
el IBU, sino que además las escasas experiencias de 
aplicación de estos esquemas difi cultan la evaluación 
y proyección de los impactos de tal políƟ ca sobre los 
principales indicadores socio-laborales.

A su vez, se ha podido corroborar que la mayoría de los 
países que implementan programas desƟ nados a reverƟ r 
situaciones de vulnerabilidad social adoptan diseños que 
contemplan las transferencias monetarias condicionadas, 
orientadas principalmente a la reinserción laboral de 
quienes perciben esas prestaciones.  

En términos de protección social, la ArgenƟ na cuenta 
con una combinación de regímenes contribuƟ vos y no 
contribuƟ vos, en línea con los diseños que predominan 
en los países que Ɵ enen por objeƟ vo garanƟ zar pisos de 
seguridad social extendidos. Considerando los disƟ ntos 

De la información presentada se desprende 
no solo que no existe un consenso fi rme 
sobre las ventajas de avanzar en la 
implementación de un instrumento como 
el IBU, sino que además las escasas 
experiencias de aplicación de estos 
esquemas difi cultan la evaluación y 
proyección de los impactos de tal políƟ ca 
sobre los principales indicadores socio-
laborales. La eventual puesta en marcha del IBU en la 

ArgenƟ na no modifi caría sustancialmente 
el esquema de protección en el universo de 
los hogares (aunque sí podría contribuir a 
ampliar el alcance al 12% de hogares sin 
cobertura) ni en la cobertura de la población 
menor de 18 años y de la mayor de 65 años 
(dado que el alcance de las prestaciones 
ya es casi universal). Sin embargo, ese 
instrumento sí podría plantear un escenario 
de diİ cil proyección para la políƟ ca pública 
respecto al modo en que la asignación 
dineraria del IBU se arƟ culará (o no) con las 
múlƟ ples prestaciones vigentes.
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La propuesta del IBU plantea una 
transferencia dineraria no condicionada a la 
totalidad de la población, sin considerar la 
inserción laboral de las personas. Ello supone 
un giro en la estrategia de crecimiento y 
desarrollo basada en el trabajo producƟ vo 
y el empleo de calidad, ya que se desvincula 
del modo prevaleciente de creación de valor 
en las sociedades contemporáneas. Por 
este moƟ vo, el establecimiento de un IBU 
diİ cilmente solucione el problema de fondo 
de la creación de empleo registrado y una 
distribución justa del ingreso.

Notas

1 Se realizaron simulaciones con los microdatos de la EPH-Total 
urbano, asignándole diferentes valores de la Canasta Básica 
Alimentaria del adulto equivalente (100%, 75% y 50%) a las 
personas que por sus caracterísƟ cas cumplen con los requisitos 
mencionados para recibir un IBU. Luego se recalcularon 
los ingresos de los hogares y su situación con respecto a los 
umbrales de pobreza. Finalmente, se recalcularon los niveles 
de pobreza resultantes en el total de la población.

2 Considerando el escenario de base del tercer trimestre de 
2021, cuando el porcentaje de pobreza alcanzaba al 40% en el 
total de áreas urbanas del país.

3 Por ejemplo, población de jóvenes estudiantes de clase media 
que viven con sus padres que Ɵ enen empleos registrados.

4 En el marco de la medida de “Refuerzo de Ingresos”, imple-
mentada en el mes de mayo de 2022, se excluyó de la población 
elegible a las personas adheridas a los sistemas de obra social 
y prepaga. Esta restricción Ɵ ene el propósito de focalizar 
la asistencia en la población vulnerable. Se considera una 
condición que contribuye al objeƟ vo de mejorar la focalización, 
pero que no se encuentra exenta de problemas conceptuales y 
de implementación.    

5 En el caso del IFE y del Refuerzo de Ingresos, se incluyó en 
la defi nición de la población elegible al trabajo registrado de 
casas parƟ culares y al trabajo independiente registrado en el 
régimen del Monotributo, encuadrado en las categorías A y B.

regímenes vigentes, el país exhibe una elevada cobertura 
de la población, sobre todo en los segmentos poblacionales 
menores de 18 años y en los mayores de 64 años. 

En este marco, la eventual puesta en marcha del 
IBU en la ArgenƟ na no modifi caría sustancialmente el 

esquema de protección en el universo de los hogares 
(aunque sí podría contribuir a ampliar el alcance al 12% 
de hogares que carece de cobertura) ni en la cobertura 
de la población menor de 18 años y de la mayor de 64 
años (dado que el alcance de las prestaciones ya es 
casi universal). Sin embargo, ese instrumento sí podría 
plantear un escenario de diİ cil proyección para la políƟ ca 
pública respecto al modo en que la asignación dineraria 
del IBU se arƟ culará (o no) con las múlƟ ples prestaciones 
vigentes.  

La propuesta del Ingreso Básico Universal (IBU) 
plantea una transferencia dineraria no condicionada 
a la totalidad de la población, sin considerar la in-
serción laboral de las personas. Esta orientación 
supone un giro en la estrategia de crecimiento y 
desarrollo basada en el trabajo productivo y el em-
pleo de calidad, ya que se desvincula del modo pre-
valeciente de creación de valor en las sociedades con-
temporáneas. Por este motivo, el establecimiento de 
un IBU difícilmente solucione el problema de fondo 
de la creación de empleo registrado y una distribu-
ción justa del ingreso.
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